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1. Una parte sustantiva de esta intervención se fundamenta en Sibina Tomàs, Domènec, “Régimen jurídico de la vivienda con 
protección pública (I). Régimen general y calificación de las viviendas de protección pública”, “Planes de vivienda y actuaciones 
susceptibles de ser protegidas” y “La vivienda en el planeamiento urbanístico”, epígrafes publicados, entre otros, de este autor, 
en la obra conjunta dirigida por Sibina Tomàs, Domènec y Ponce Solé, Juli, El Derecho de la vivienda en el siglo XXI: sus relaciones 
con la ordenación del territorio y el urbanismo, con un análisis específico de la Ley catalana 18/2007, de 28 de diciembre, del 
derecho a la vivienda, en su contexto español, europeo e internacional, Marcial Pons, 2008.

Abreviaturas

EAC: Ley orgánica 6/2006, de 19 de julio, de reforma 

del Estatuto de autonomía de Cataluña.

DLMUCat 2007: Decreto ley 1/2007, de 16 de oc-

tubre, de medidas urgentes en materia urbanística.

LDVCat: Ley 18/2007, de 28 de diciembre, del de-

recho a la vivienda de Cataluña.

LUCat 2005: Texto refundido de la Ley de urbanis-

mo de Cataluña, aprobado por el Decreto legislativo 

1/2005, de 26 de julio.

LS 2007: Ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo.

LS 2008: Real decreto legislativo 2/2008, de 20 de ju-

nio, que aprueba el texto refundido de la Ley de suelo.

RLUCat 2006: Reglamento de la Ley de urbanis-

mo de Cataluña de 2006, aprobado por el Decreto 

305/2006. 

Real decreto 2066/2008: Real decreto 2066/2008, 

de 12 de diciembre, por el que se regula el Plan estatal de 

vivienda y rehabilitación 2009-2012. 

Decreto 244/2005: Decreto 244/2005, de 8 de no-

viembre, de actualización del Plan para el derecho a la 

vivienda 2004-2007.

Decreto 454/2004: Decreto 454/2004, de 14 de 

diciembre, de desarrollo del Plan de Cataluña para el 

derecho a la vivienda 2004-2007. 

Decreto 152/2008: Decreto de 29 de julio de 2008, 

aprobado por el Gobierno de la Generalitat de Cataluña, 
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2.  El contenido del Pacto y los diferentes informes de seguimiento son accesibles en la página web de la Generalidad de 
Cataluña (www.gencat.cat), en la dirección del Departament de Medi Ambient i Habitatge concreta en http://mediambient.
gencat.cat/cat/ciutadans/habitatge/Pacte_Nacional_2007_2016.jsp?ComponentID=132431&SourcePageID=153749#1” (última visi-
ta, marzo de 2009).

3.  En el Pacto Nacional para la vivienda se puede leer a que entre el año 1997 y el año 2006 “la política de promoción de 
la vivienda con protección oficial, que ha sido la fórmula tradicional de atención de las necesidades de vivienda de la población 
con ingresos medios o bajos (por debajo de 5,5 veces el salario mínimo) y excluida del mercado libre, en los últimos años ha 
experimentado un descenso histórico, que la ha convertido en un recurso prácticamente inexistente. Las fuertes subidas de los 
precios de las viviendas han invadido el mercado del suelo, de manera que se ha llegado a una situación en que es práctica-
mente imposible obtener suelos en el mercado privado libre a un coste de repercusión que encaje con los precios máximos de 
venta de las viviendas con protección oficial. La fuerte dinámica del mercado de la vivienda libre, junto a las dificultades para 
disponer de suelo para viviendas con protección oficial, ha hecho decantar a los promotores privados hacia la promoción libre, 
y ha dejado la promoción protegida en manos exclusivas de los promotores públicos, y las promotoras sin ánimo de lucro como 
las cooperativas con esta consideración, las fundaciones y otras entidades de tipo social que operan fundamentalmente sobre 
suelos públicos.”

por el que se regulan la vivienda concertada y la vivien-

da de alquiler con opción de compra.

Real decreto 1/2002: Real decreto 1/2002, de 11 

de enero, sobre medidas de financiación de actuacio-

nes protegidas en materia de vivienda y suelo del Plan 

2002-2005.

Real decreto 801/2005: Real decreto 801/2005, de 

1 de julio, por el que se aprueba el Plan estatal 2005-

2008, para favorecer el acceso de los ciudadanos a la 

vivienda. 

Real decreto 14/2008: Real decreto 14/2008, de 11 

de enero, que modifica el Real decreto 801/2005, de 

1 de julio, por el que se aprueba el Plan estatal 2005-

2008, para favorecer el acceso de los ciudadanos a la 

vivienda.

1. Planteamiento

La definición del título de esta intervención se realizó 

inmediatamente después de la aprobación del Decreto 

152/2008 por el Gobierno de la Generalidad de Cata-

luña, por el que se regulan la vivienda concertada y la 

vivienda de alquiler con opción de compra, y cuando 

hacía un año de la firma del Pacto Nacional para la 

Vivienda (el 8 de octubre de 2007), entre el Gobierno 

de la Generalidad y varias organizaciones, que incluyen 

grupos parlamentarios del Parlamento de Cataluña, re-

presentantes de administraciones locales catalanas, or-

ganizaciones sindicales, patronales y agentes sociales y 

económicos del sector de la vivienda.2

En este pacto se afirma que existen dos líneas de 

actuación básicas: las políticas de suelo y urbanísticas 

y las ayudas directas a los hogares (y en el seno de 

éstos se destacan las ayudas directas a los propietarios 

e inquilinos para incrementar el número de viviendas 

en alquiler y las ayudas a la rehabilitación directas a los 

propietarios o en áreas de rehabilitación integral o de 

renovación urbana).

Las políticas de suelo son de hecho las únicas que 

pueden posibilitar la construcción de nuevas viviendas 

asequibles3 y se puede afirmar, por tanto, que el Pacto 

prevé una doble vía de actuación: una proyectada so-

bre el patrimonio inmobiliario residencial existente (en 

la que se quiere potenciar la rehabilitación y la renova-

ción urbana e incrementar el número de viviendas en 

alquiler) y la otra dirigida a hacer posible la construc-

ción de viviendas asequibles nuevas.

En este último aspecto se debe incluir el “Reto 1 del 

Pacto. Mejorar el acceso a la vivienda, especialmente 

de los jóvenes” y “El Objetivo 1.2. Construir 160.000 

viviendas con protección oficial, de las cuales 50.000 

en 4 años”. Es en este punto donde confluyen el régi-

men jurídico de las viviendas protegidas y las políticas 

de suelo y urbanísticas, cuestión que se acredita cuan-

do en el objetivo indicado de construir 160.000 vivien-

das con protección oficial, el Pacto Nacional establece 

sus criterios y la siguiente distribución: 

a) Como mínimo un 40%, de alquiler: de corta du-

ración: a 10 años y de larga duración, 25 años o más. 

b) Como máximo un 60% serán de compra: en ré-

gimen especial, en régimen general, de precio concer-

tado, de precio concertado de Cataluña y de alquiler 

con opción de compra. 

c) Las de alquiler incluirán: viviendas de urgencia, 

de corta duración; viviendas dotacionales, de duración 

intermedia y viviendas universitarias.

En una primera aproximación, y habiendo señalado 

el Pacto que “las fuertes subidas de los precios de las 

viviendas han invadido el mercado del suelo, de modo 
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4. –Comunidad Autónoma de Andalucía. 
Ley 13/2005, de 11 de noviembre, de vivienda protegida y suelo. 
–Comunidad Autónoma de Aragón. 
Ley 1/2008, de 4 de abril, que establece medidas urgentes para la adaptación del ordenamiento urbanístico a la Ley 8/2007, 

de suelo, de garantías de sostenibilidad del planeamiento urbanístico e impulso a las políticas activas de vivienda y suelo en la 
Comunidad Autónoma de Aragón. 

Ley 24/2003, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de política de vivienda protegida de la Comunidad Autónoma de 
Aragón, modificada por la Ley 9/2004, de 20 de diciembre.

–Comunidad Autónoma de Canarias. 
Ley 2/2003, de 30 de enero, de vivienda de Canarias, modificada por la Ley 1/2006, de 7 de febrero. 
–Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha.
Ley 2/2009, de 14 de mayo, de medidas urgentes en materia de vivienda y suelo. 
Ley de 7 de febrero de 2002, reguladora de modalidades de viviendas de protección pública en Castilla-La Mancha. 
–Comunidad Autónoma de Cataluña.
Ley 18/2007, de 28 de diciembre, del derecho a la vivienda de Cataluña 2007. 
Ley 13/1996, de 29 de julio, de registro y depósito de fianzas de los contratos de alquiler de fincas. 
Ley 2/1984, de 9 de enero, de utilización de inmuebles enajenados para destinarlos a viviendas. 
–Comunidad Autónoma de la Comunidad Valenciana. 
Decreto ley 1/2008, de 27 de junio, de medidas urgentes para el fomento de la vivienda y el suelo. 
Ley 8/2004, de 20 de octubre, de vivienda de la Comunidad Valenciana. 
–Comunidad Autónoma de Extremadura. 

que se ha llegado a una situación en que es práctica-

mente imposible obtener suelos en el mercado privado 

libre a un coste de repercusión que encaje con los pre-

cios máximos de venta de las viviendas con protección 

oficial”; se desprende de ello que la construcción de 

viviendas asequibles exige: 

a) Que el planeamiento califique una parte del sue-

lo como vivienda sometida a algún régimen de protec-

ción pública. 

b) Que las administraciones públicas que reciban 

suelo en cumplimiento del deber de cesión gratuita de 

aprovechamiento con esta calificación y que los pro-

pietarios privados de suelo con esta calificación, las 

construyan y, finalmente, se ofrezcan las 160.000 vi-

viendas asequibles que se pretende impulsar.

En este marco, el enunciado de la intervención de 

hoy nos invita a concretar cuáles son las modalidades 

catalanas de vivienda sometida a algún régimen de 

protección y qué finalidad específica cumplen. 

Bien, esta primera aproximación y dar respuesta al 

enunciado de la intervención nos abre la puerta a una 

serie de cuestiones y problemas de enorme complejidad 

a los que deberemos dar respuesta, aunque perdamos 

claridad y sencillez en la explicación del nudo central del 

discurso. En el trasfondo del encargo no se puede tam-

poco olvidar que latía la inquietud de saber si es posible 

una política de vivienda catalana propia, en un ámbito 

material –la vivienda– que constitucional y estatutaria-

mente es de competencia exclusiva de la Generalidad.

Todo ello hará que examinemos a lo largo de la ex-

posición lo siguiente:

–Cuáles son jurídicamente las viviendas protegidas, 

es decir, cuál es su definición, modalidades y régimen 

jurídico.

–Si la definición y gestión de las viviendas protegi-

das es la consecuencia o no de una competencia ex-

clusiva de la Generalidad y cómo lo condiciona todo 

ello la competencia que se ha atribuido el Estado y su 

actuación mediante la aportación de recursos financie-

ros en los planes estatales de vivienda.

–La relación entre el régimen jurídico de la vivienda 

protegida y las reservas de suelo establecidas por el 

planeamiento urbanístico para vivienda protegida. 

Finalmente, explicaremos la finalidad y función de 

las modalidades catalanas de vivienda sometida a al-

gún régimen de protección. 

2. Definición y régimen jurídico de las viviendas 
protegidas 

Las viviendas protegidas tienen varias denominacio-

nes (viviendas protegidas, de protección oficial, con 

protección oficial y sometidas a algún régimen de pro-

tección pública). Esta diversidad es una de las conse-

cuencias de que la definición y régimen jurídico de lo 

que mencionamos en el título de esta intervención vi-

viendas protegidas queda establecido por tres bloques 

normativos diferenciados. El primer bloque normativo 

está constituido por las normas autonómicas4 dictadas 

al amparo de las competencias exclusivas en materia 

de vivienda (en Cataluña atribuidas por el artículo 137 
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Ley 1/2004, de 19 de febrero, de creación de la Empresa Pública Gestión de Infraestructuras, Suelo y Vivienda en Extrema-
dura. 

Ley 6/2002, de 27 de junio, de medidas de apoyo en materia de autopromoción de viviendas, accesibilidad y suelo. 
Ley 3/2001, de 26 de abril, de vivienda de Extremadura. 
–Comunidad Autónoma de Galicia. 
Ley 18/2008, de 29 de diciembre, de vivienda de Galicia 2008. 
Ley 6/2008, de 19 de junio, de medidas urgentes en materia de vivienda y suelo. 
Ley 3/1988, de 27 de abril, de creación del Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo. 
–Comunidad Autónoma de las Islas Baleares.
Ley 2/2005, de 22 de marzo, de comercialización de estancias turísticas en viviendas de las Islas Baleares. 
Ley 5/2008, de 14 de mayo, de actuaciones urgentes destinadas a la obtención de suelo para viviendas de protección 

pública. 
–Comunidad Autónoma de La Rioja.
Ley 2/2007, de 1 de marzo, de vivienda de La Rioja. 
–Comunidad de Madrid. 
Ley de 9/2003, de 26 de marzo, de régimen sancionador de viviendas protegidas de Madrid. 
Ley 6/1997, de 8 de enero, de viviendas de protección pública de Madrid. 
–Comunidad Foral de Navarra.
Ley foral 9/2008, de 30 de mayo, del derecho a la vivienda en Navarra. 
Ley foral 8/2004, de 24 de junio, de protección pública de vivienda de Navarra. 
Ley foral 9/2002, de 6 de mayo, que establece los módulos aplicables a las actuaciones protegibles en materia de vivienda 

en Navarra e incrementa las ayudas para su adquisición. 
–Comunidad Autónoma del País Vasco.
Ley 7/1988, de 15 de abril, de adquisición de viviendas de protección oficial a favor de la Administración. 
–Principado de Asturias.
Ley 2/2004, de 29 de octubre, de medidas urgentes en materia de suelo y vivienda. 
Ley 3/1995, de 15 de marzo, de sanciones en materia de vivienda de Asturias. 
–Región de Murcia.
Ley 1/1999, de 17 de febrero, de creación del Instituto de Vivienda y Suelo de la Región de Murcia, modificada por la Ley 

4/2008, de 10 de octubre. 
5. “Artículo 137 EAC. Vivienda 
“1. Corresponde a la Generalidad la competencia exclusiva en materia de vivienda, que incluye en todo caso: 
“a) La planificación, la ordenación, la gestión, la inspección y el control de la vivienda de acuerdo con las necesidades socia-

les y de equilibrio territorial. b) El establecimiento de prioridades y objetivos de la actividad de fomento de las administraciones 
públicas de Cataluña en materia de vivienda y la adopción de las medidas necesarias para alcanzarlos, tanto con relación al 
sector público como al privado. c) La promoción pública de viviendas. 

“d) La regulación administrativa del comercio referido a viviendas y el establecimiento de medidas de protección y disci-
plinarias en este ámbito. e) Las normas técnicas, la inspección y el control sobre la calidad de la construcción. f) Las normas 
sobre la habitabilidad de las viviendas. g) La innovación tecnológica y la sostenibilidad aplicable a las viviendas. h) La norma-
tiva sobre conservación y mantenimiento de las viviendas y su aplicación. 

“2. Corresponde a la Generalidad la competencia sobre las condiciones de los edificios para la instalación de infraestruc-
turas comunes de telecomunicaciones, radiodifusión, telefonía básica y otros servicios por cable, respetando la legislación del 
Estado en materia de telecomunicaciones.” 

6. La disposición final primera del Real decreto 2066/2008, de 12 de diciembre, que regula el Plan estatal de vivienda y 
rehabilitación 2009-2012, establece que el real decreto se aprueba al amparo de lo que dispone el artículo 149.1.13 de la 
Constitución española, que atribuye al Estado competencia exclusiva en materia de bases y coordinación de la planificación 
general de la actividad económica, excepto el artículo 7 y la disposición adicional cuarta, que se dictan al amparo de lo que 
dispone el artículo 149.1.8 de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva de ordenación de los registros 
e instrumentos públicos. 

EAC5 y concretadas en la LDVCat y las normas que la 

despliegan). El segundo, por las normas reglamentarias 

estatales dictadas formalmente al amparo del artículo 

149.1.13 CE6 (bases y coordinación de la planificación 

general de la actividad económica), que acompañan la 

aprobación de los sucesivos planes de vivienda (las últimas 

el Real decreto 801/2005, modificado por el 14/2008, 

que regula el Plan estatal de vivienda 2005-2008, y el 

Real decreto 2066/2008, que regula el Plan estatal de 

vivienda y rehabilitación 2009-2012). 

Estos dos bloques normativos no disponen de ningu-

na norma con rango legal de cabecera común que los 

interrelacione, por el hecho de que las bases de la pla-

nificación general de la actividad económica en el sec-

tor de la promoción y construcción de viviendas –título 

competencial en que se ampara el Estado–, se concretan 

en las sucesivas normas reglamentarias que acompañan 

a los planes cuatrienales estatales de vivienda.

Eso sí, los dos bloques mencionados permiten dar 

contenido material al tercer bloque normativo que hay 
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7. El artículo 77 LDVCat merece una primera consideración. De su tenor se desprende que los requisitos de las viviendas 
de protección pública, sean los objetivos, los subjetivos o los financieros, se establecen en la ley, los reglamentos que la desa-
rrollan y los planes de vivienda (en concreto, las normas reglamentarias que los aprueban y regulan). Debemos advertir que 
la modulación del principio de reserva de ley en materia de fomento no permite que determinadas limitaciones al derecho a 
una vivienda digna y adecuada y al derecho de propiedad (como el plazo de calificación durante noventa años, el sistema de 
adjudicación o determinados requisitos subjetivos para acceder a una vivienda) puedan establecerse sin ninguna habilitación 
legal en normas reglamentarias. Las limitaciones a estos derechos que imponen determinados requisitos objetivos y subjetivos 
de las viviendas de protección oficial no pueden considerarse, solo, como la contrapartida de las medidas de fomento que se 
arbitran para la promoción y construcción de viviendas protegidas. Por ello, es un notable avance técnico, y dota de seguridad 
jurídica al sistema, una regulación de los elementos que estructuran estos requisitos y condiciones en la LDVCat (que, a través 
de la disposición adicional decimosexta, da cobertura al régimen jurídico de las viviendas calificadas a partir de la entrada en 
vigor del Decreto 454/2004, aprobado para desplegar el Plan de vivienda de Cataluña 2004-2007). 

8. El artículo 5.2 del Real decreto 801/2005 (Plan estatal 2005-2008) establece que la ayuda para la adquisición protegida 
de las viviendas usadas de las viviendas libres de nueva construcción, adquiridas cuando haya transcurrido un plazo de un año 
como mínimo entre la expedición de la licencia de primera ocupación, el certificado final de obra o la cédula de habitabilidad, 
según proceda, y la fecha del contrato de opción de compra o de compraventa, implicará que los precios de venta en las 
transmisiones siguientes de aquellas estarán limitados a los precios máximos determinados conforme a lo establecido en el real 
decreto, durante el período que establezcan las comunidades autónomas, que no podrá ser inferior a 15 años desde la fecha 
de adquisición. 

A su vez, el artículo 31.7 del Decreto 244/2005 (aprobado para desplegar el Plan de vivienda de Cataluña 2004-2007) es-
tablece que el precio máximo de venta en posteriores transmisiones de las viviendas que obtengan estas ayudas se mantendrá 
limitado durante un período de 15 años desde la fecha de reconocimiento del derecho a las ayudas, y se calculará de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 17, que regula las transmisiones de viviendas con protección oficial.

que tener presente; el conformado por los preceptos 

de la legislación estatal del suelo y de la legislación ur-

banística que prevén reservas obligatorias de suelo re-

sidencial sujeto a algún régimen de protección pública 

y el destino de los bienes que integran los patrimonios 

públicos de suelo (prioritariamente, a políticas públicas 

de vivienda asequible). 

2.1. El régimen jurídico de las viviendas con 
protección pública previsto en la LDVCat y 
desarrollado por los planes de vivienda de 
Cataluña y el Decreto 152/2008 

En Cataluña la definición y el régimen jurídico común 

de las viviendas con protección oficial está establecido 

en la LDVCat. 

El artículo 77.1 LDVCat define la vivienda de protec-

ción oficial, de acuerdo con los siguientes criterios: a) 

que cumpla las características y condiciones establecidas 

por la presente ley, los reglamentos que la desarrollen y 

los planes de vivienda, y b) que un acto administrativo 

dictado por el departamento competente en materia de 

vivienda la califique como tal de acuerdo con el procedi-

miento específico establecido por reglamento.7

Hay que diferenciar entre la vivienda con protección 

pública (la definida en el artículo 77 LDVCat y someti-

da plenamente al régimen jurídico de los artículos 78 

y siguientes) y la vivienda protegida (o tasada), que es 

la que, sin estar calificada como de protección oficial, 

ha recibido financiación y ayudas públicas y que está 

sujeta al régimen jurídico previsto en su calificación y 

en la norma reglamentaria que aprobó el correspon-

diente plan de vivienda, del que obtuvo estas ayudas y 

financiación. Así, las viviendas de segunda mano cuya 

adquisición en segunda o posteriores transmisiones se 

protege mediante la concesión de ayudas, se someten 

a limitaciones de disposición, pero no tienen la consi-

deración de vivienda con protección oficial.8

El artículo 77.2 LDVCat establece los criterios para 

determinar las diferentes modalidades de vivienda con 

protección pública, que deberán precisarse reglamenta-

riamente y en los planes de vivienda. Estos criterios son: a) 

las viviendas de protección oficial pueden destinarse a la 

venta, al alquiler o a otras formas de cesión de uso; 

b) las viviendas de protección oficial destinadas a la ven-

ta se diferencian por los precios máximos de venta y por 

los ingresos de los destinatarios; c) las viviendas de pro-

tección oficial destinadas al alquiler o a otras formas de 

cesión de uso se diferencian por el período de vinculación 

al régimen de cesión y por los ingresos de los solicitantes, 

y d) las diferencias de precio y período de vinculación dan 

lugar a las diversas modalidades de vivienda de protec-

ción oficial, que deben concretarse en los correspondien-

tes planes y programas.

Las viviendas con protección oficial deben cumplir 

una serie de requisitos para ser calificadas como de 

protección oficial y, una vez calificadas definitivamente, 

se someten a un régimen jurídico específico en cuanto 

a la transmisión, uso, conservación y aprovechamiento 
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9. El artículo 78.3 LDVCat establece que “Las viviendas con protección oficial no se pueden realquilar o alquilar parcialmen-
te, salvo que sean propiedad de administraciones públicas, de sus entes instrumentales o de entidades sin ánimo de lucro cuyo 
objeto sea el alojamiento de colectivos vulnerables que necesitan una tutela especial”, y el artículo 81.2, que “Los inquilinos y 
los ocupantes por un título legítimo diferente de los títulos a los que hace referencia el apartado 1 deben ser personas físicas, 
salvo en el caso de administraciones públicas o entidades públicas o privadas sin ánimo de lucro dedicadas al alojamiento de 
colectivos vulnerables que necesitan una tutela especial”. 

10. La actividad de fomento en materia de vivienda ha sido la que ha monopolizado, hasta épocas muy recientes, las 
políticas de vivienda impulsadas por los departamentos y entes públicos que nominativamente eran y son titulares de la com-
petencia de vivienda. A pesar de ser solo uno de los ámbitos de la competencia en materia de vivienda, los planes de vivienda 
del Estado, ejecutados por, y pactados con, las comunidades autónomas en los términos que veremos, y el conjunto de ayudas 
financieras y no financieras que se prevén, han permitido visualizar e instrumentar la actividad de los poderes públicos dirigida, 
básicamente, a: 

–Facilitar el acceso a la vivienda en propiedad y a atender a los colectivos con mayor riesgo de exclusión social.
–Instrumentar las medidas anticiclo (cuya eficacia hoy deberíamos cuestionar), que solicita periódicamente el sector de la 

promoción inmobiliaria y el de la construcción. 
En la política pública de fomento en materia de vivienda siempre ha sido y es difícil diferenciar las ayudas al sector y a satis-

facer el derecho a la vivienda. De hecho, en la historia reciente, cuanto más inaccesible, por precio, ha sido la vivienda, menos 
vivienda protegida se ha construido.

En los planes estatales se prevén ayudas no financieras (las tipologías de vivienda protegida en propiedad y alquiler, 
sus precios y renta máximos y los posibles beneficiarios, y la fijación de aranceles notariales y registrales reducidos para la 
transmisión de las viviendas protegidas). A su vez se prevén, como ayudas financieras a los préstamos convenidos, es decir, 
los acogidos a convenios de colaboración entre el Ministerio de Vivienda y las entidades de crédito colaboradoras del Plan 
estatal, para compradores, arrendatarios y promotores de actuaciones protegidas y las ayudas económicas estatales directas 
mediante la aportación de recursos presupuestarios estatales, en forma de subsidios de préstamos convenidos; ayuda estatal 
directa a la entrada (desde ahora, AEDE) y subvenciones. 

11. El artículo 79.1 LDVCat establece directrices al titular de la potestad reglamentaria y al órgano que aprueba los planes 
de vivienda, para que establezca, en los márgenes que la ley permite, el plazo de calificación y las posibilidades de descalifica-
ción atendiendo a la importancia y el tipo de las ayudas percibidas y que los terrenos o inmuebles hayan sido reservados o no 
por el planeamiento urbanístico para ser destinados a vivienda de protección oficial. 

En los apartados 2, 3 y 4 del precepto se desarrollan los dos criterios. En el apartado 2 se regulan los plazos de calificación 
que pueden ser establecidos para las viviendas de protección oficial construidas en suelo público y en suelo calificado para ser 
destinadas a protección oficial. La ley, en este caso, establece que “no pueden ser inferiores a treinta años” y faculta a cada 
norma de desarrollo de los planes de vivienda de que se trate para que lo “ajuste”. Hay que advertir que será difícil justificar 
en sucesivos planes de vivienda que solo por haberse producido nuevas circunstancias vinculadas con el plan y con el período 
programado, sea preciso alterar estos plazos entre los extremos del abanico que resulta del plan de vivienda vigente cuando se

durante el plazo de calificación. Existen, por tanto, re-

quisitos para la calificación y el régimen jurídico aplica-

ble durante la vigencia de la calificación. 

Los requisitos objetivos para calificar una vivienda 

de protección oficial se refieren a la superficie de la 

vivienda y a las características de los elementos que 

le están vinculados, al precio máximo de venta o a la 

renta máxima en arrendamiento y a las formas tasadas 

de transmisión del dominio o del derecho de superficie 

y de la cesión del uso.

Los requisitos subjetivos se proyectan sobre los pro-

motores y los adjudicatarios, titulares y usuarios. Estos 

últimos, las personas físicas que ostentan un título le-

gítimo sobre una vivienda de protección, sea la propie-

dad, el derecho real de superficie, la autorización o la 

concesión, y las que tienen la condición de inquilinos u 

ocupantes por un título legítimo distinto a los anterio-

res (que solo excepcionalmente pueden ser personas 

jurídicas)9 deben destinarlas a vivienda habitual y per-

manente, deben tener necesidad de vivienda y tener 

un determinado máximo nivel y mínimo de ingresos y, 

en su caso, concretas circunstancias personales, físicas 

o de peligro de exclusión social. Los promotores de vi-

viendas de protección pública pueden ser públicos y 

privados, y entre los privados se diferencia el régimen 

de los promotores sociales, los autopromotores y las 

cooperativas de viviendas, que tendrán cada uno de 

ellos derechos y deberes distintos.

Los aspectos financieros de las viviendas de protec-

ción oficial, aunque no puedan definirse propiamente 

como requisitos, se refieren a las ayudas financieras y 

no financieras que puede recibir la promoción de vi-

viendas por el hecho de ser de protección pública, a 

partir de la calificación provisional hasta la definitiva, 

que dependen de múltiples factores establecidos en los 

planes de vivienda que instrumentan las ayudas.10

El régimen jurídico que sigue a la calificación defi-

nitiva de las viviendas durante toda su vigencia tiene 

como primer elemento el plazo de calificación y la po-

sibilidad o no de descalificación voluntaria. La LDVCat 

establece diferentes plazos de calificación11 y la prohi-

bición de descalificación voluntaria.
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aprueba la LDVCat y de la regulación legal (el mínimo es de 30 años en la ley y en el plan de vivienda vigente se establece en 90 
años). De hecho, el proyecto de ley presentado en el Parlamento no entendía la calificación en suelo público y en suelo califica-
do para ser destinado a protección oficial como una cuestión coyuntural de cada plan de vivienda, se establecía como plazo de 
calificación para el supuesto que examinamos, la vida útil del edificio, que se consideraba que se correspondía con el plazo 
de 90 años. Es decir, la titularidad pública o la calificación como vivienda protegida eran supuestos claramente distintos que la 
sola recepción de ayudas financieras (caso en el que el proyecto de ley establecía un plazo mínimo de 30 años). 

En el apartado 3 del artículo 79 LDVCat se establece que las viviendas de protección oficial promovidas en suelo cuya 
calificación urbanística no imponga tal destino, si los promotores han recibido ayudas públicas para aquella promoción en 
concreto, los plazos de calificación, contados a partir de la calificación definitiva, deben ajustarse también a lo establecido 
por cada norma de desarrollo de los planes de vivienda de que se trate, y no pueden ser inferiores a 30 años. El sentido del 
artículo 79 LDVCat, al desglosar en apartados diferentes dos supuestos tan distintos y establecer un plazo mínimo común, es 
destacar que los “ajustes de plazo” que lleven a cabo las normas de desarrollo de los planes de vivienda pueden ser distintos 
(aunque en el plan vigente cuando se aprueba la LDVCat, para este supuesto, también se prevén 30 años de calificación). 

El apartado 4 regula el mismo supuesto anterior si los promotores no han recibido ayudas públicas para aquella promoción en 
concreto, y el plazo de calificación es directamente de 30 años por prescripción de la LDVCat. Finalmente, hay que advertir que, 
para el plan de vivienda vigente en el momento de aprobarse la LDVCat, la promoción de viviendas con protección oficial que ten-
gan por objeto realojar a personas afectadas por actuaciones urbanísticas de carácter e iniciativa públicos, la calificación podrá 
establecerse, a petición del promotor de la actuación, por una duración de 30 años (artículo 16 del Decreto 244/2005).

12. Esta prohibición, prevista en el apartado 4 del artículo 81 LDVCat, es una novedad en el panorama del Derecho auto-
nómico comparado. Tiene como última justificación, creemos, que si el propietario de una vivienda de protección oficial viene 
a mejor fortuna y puede adquirir una segunda vivienda, no invierta en ésta, sino en adquirir una vivienda libre para sustituir a la 
vivienda protegida y, ésta, pase a ser destinada a personas que cumplan los requisitos legales para adquirirla. El artículo 123 LD-
VCat tipifica como infracción muy grave, en materia de protección pública, “adquirir otra vivienda si ya se tiene la propiedad de 
una vivienda de protección oficial si no se dan las causas de justificación determinadas por la presente ley”. Las consecuencias 
son sancionadoras y esta conducta no habilita para expropiar la vivienda por incumplimiento de la función social del derecho 
de propiedad. 

Durante el período de calificación, la LDVCat esta-

blece un régimen jurídico de las viviendas de protección 

oficial, que se estructura por los siguientes aspectos:

–Los deberes de uso y utilización se configuran al-

rededor de la obligación de mantenerla como vivienda 

habitual y permanente y en correctas condiciones de 

mantenimiento. 

–Excepcionalmente, puede autorizarse a los pro-

pietarios de viviendas de protección oficial el poner la 

vivienda en alquiler o a ceder su uso de otro modo. 

–Rige la prohibición de que los propietarios de vivien-

das de protección oficial puedan adquirir otras vi-

viendas, aunque no las destinen a residencia habitual 

o permanente.12

–Se establecen las concretas formas regladas de 

transmisión y de cesión de uso de las viviendas de pro-

tección oficial (dependerá de si la calificación definitiva 

lo es con protección oficial de compra, de alquiler, de al-

quiler con opción de compra o de otras modalidades). 

–Se prevé la posibilidad, en las modalidades de 

protección oficial en alquiler, de que los propietarios y 

superficiarios de viviendas de protección oficial en régi-

men de alquiler puedan transmitir sus derechos sobre 

las viviendas, por promociones completas y sin ningún 

tipo de limitación en el precio, en cualquier momento 

del período de vinculación al régimen de alquiler, a so-

ciedades que incluyan en su objeto social el arrenda-

miento de viviendas, incluidos los fondos de inversión 

inmobiliaria, siempre que los adquirentes se subroguen 

en los derechos y obligaciones de los vendedores. 

–Se establece un precio, renta o cánones máximos 

en la transmisión o cesión de uso de viviendas de pro-

tección oficial por cualquier título, y la obligación de 

cumplir las normas de selección de los adquirentes, 

no solo en la primera, sino también en las segundas 

y sucesivas transmisiones (es de gran importancia la 

regulación del Registro de Solicitantes y de las formas 

de selección de los adjudicatarios). 

–La prohibición de sobreprecio, prima o la percepción 

de cualquier cantidad que altere el precio, renta o canon 

que corresponda en la transmisión o cesión de uso de 

viviendas de protección oficial por cualquier título. 

–La nulidad de pleno derecho de las cláusulas y es-

tipulaciones que establezcan precios superiores a los 

máximos que autorizan las normas aplicables. 

–La obligación de inscribir la calificación definitiva 

en el Registro de la Propiedad en las compraventas de 

viviendas de protección oficial, como requisito de vali-

dez (de hecho, de inoponibilidad frente a terceros). 

–La nulidad (de hecho, anulabilidad) de los actos 

traslativos del dominio o del uso de viviendas de pro-

tección oficial construidos sobre suelo destinado a 

esta finalidad, sin que se haya obtenido su calificación 

definitiva. 

 

Fundación Democracia y Gobierno Local, pág. 110 a 152 

 



 117qdl 20. Junio de 2009   I    

Las viviendas protegidas: las modalidades catalanas de vivienda concertada

13. De hecho, que se le aplique la LDVCat solo existe el Plan de vivienda 2004-2008, regulado inicialmente por el Decreto 
454/2004, de 14 de diciembre, de desarrollo del Plan para el derecho a la vivienda 2004-2007, modificado por el De-
creto 244/2005, de 8 de noviembre, de actualización del Plan para el derecho a la vivienda 2004-2007, plan prorrogado hasta 
el 31 de diciembre de 2008 por el Decreto 288/2007.

La aplicabilidad de la LDVCat a este plan se explica en Sibina Tomàs, Domènec en “Régimen jurídico de la vivienda con pro-
tección pública (I). Régimen general y calificación de las viviendas de protección pública”, publicado en la obra conjunta dirigida 
por este autor y por Ponce Solé, Juli, El Derecho de la vivienda en el siglo XXI: sus relaciones con la ordenación del territorio y el 
urbanismo, con un análisis específico de la Ley catalana 18/2007, de 28 de diciembre, del derecho a la vivienda, en su contexto 
español, europeo e internacional, Marcial Pons, 2008, p. 638.

–La obligación de obtener el visado, por el depar-

tamento competente en materia de vivienda, antes de 

que se otorgue el correspondiente documento público, 

de los actos y contratos de transmisión y cesión de uso de 

viviendas de protección oficial. 

–La sujeción de los actos y contratos de transmisión 

de vivienda de protección pública a los derechos de 

adquisición preferente de la Administración, que com-

porta el deber de notificación de las transmisiones de 

viviendas y los derechos de opción y de retracto de la 

Administración.

En este marco legal las normas reglamentarias de 

desarrollo de la LDVCat (como el Decreto 152/1988) y 

los planes de vivienda de Cataluña13 deben establecer, 

entre otras determinaciones (de especial significación las 

ayudas directas a los hogares, en cuyo seno destacan 

las ayudas directas a los propietarios e inquilinos para 

incrementar el número de viviendas en alquiler y las ayu-

das a la rehabilitación), las diferentes modalidades de vi-

vienda protegida y de vivienda con protección pública.

El artículo 67 LDVCat regula los planes de vivienda 

como instrumentos temporales que deben establecer: 

a) la delimitación y concreción del régimen de las ac-

tuaciones susceptibles de ser protegidas, las diferentes 

modalidades de viviendas de protección oficial y los cri-

terios de prioridad en la actuación pública; b) la finan-

ciación y las ayudas públicas a cargo de la Generalidad 

y la gestión de las ayudas estatales para llevar a cabo 

las actuaciones; c) las garantías y condiciones para el 

acceso a viviendas de protección oficial en las diferentes 

modalidades y la financiación y ayudas para cualquie-

ra de las actuaciones susceptibles de ser protegidas, y 

d) el conjunto de medidas conexas y complementarias 

que permitan alcanzar los objetivos de los planes en el 

período temporal para el cual se aprueban.

El indicado precepto establece también que el Go-

bierno tiene la obligación de promulgar planes de vi-

vienda de una duración mínima de cuatro años, garan-

tizando que la vigencia de estos planes asegure que no 

existan períodos en que no sea aplicable ningún plan.

Con ello, los planes de vivienda de la LDVCat son 

unos planes que, amparados y de acuerdo con la ley 

y las normas reglamentarias generales de desarrollo, 

se deberán acompañar de normas con el contenido 

imprescindible para definir e instrumentar las ayudas 

públicas previstas en cada plan. 

El régimen jurídico de las viviendas con protección ofi-

cial está establecido en la LDVCat y las normas que acom-

pañen a los planes previstos en el artículo 67 LDVCat, no 

lo pueden modificar, tan solo deben instrumentar las 

ayudas y adecuar a las necesidades coyunturales este 

marco general, mediante el establecimiento de las ayu-

das financieras y no financieras y de las concretas moda-

lidades de viviendas con protección oficial. 

En cada período, las necesidades a atender preferen-

temente pueden ser las dificultades de financiación, el 

precio del dinero o el del suelo residencial, su escasez, 

la rehabilitación, la inserción social de determinados co-

lectivos y un largo etcétera de cuestiones. El plan no 

debe redefinir en cada ocasión el modelo y el régimen 

jurídico de la acción protectora en materia de vivienda. 

En el marco de este régimen preestablecido y a tenor de 

los recursos de que se dispone, debe priorizar ayudas y 

instrumentarlas para dar respuesta a la concreta coyun-

tura (que puede ser más o menos larga).

Hay un aspecto, sin embargo, que condiciona este 

escenario teórico que resulta de la LDVCat y que ex-

plica que hasta la aprobación del Decreto 12/2008 las 

modalidades de vivienda protegida coincidiesen en los 

planes de vivienda de Cataluña y en el plan estatal vi-

gente hasta el 31 de diciembre de 2008.

La LDVCat es consciente del ejercicio por el Estado 

de competencias en materia de fomento y establece, 

por ello, que los planes de vivienda de Cataluña esta-

blecerán la financiación y las ayudas públicas a cargo 

de la Generalidad y la gestión de las ayudas estatales. 

A continuación explicaremos que una de las comple-

jidades en esta materia es que el título competencial 

estatal que le permite aprobar los planes de vivienda 

estatales no ampara una política sectorial concreta y 
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14. Artículo 26. Derechos en el ámbito de la vivienda: “Las personas que no disponen de los recursos suficientes tienen 
derecho a acceder a una vivienda digna, y para ello los poderes públicos deben establecer por ley un sistema de medidas que 
garantice este derecho, con las condiciones que determinan las leyes.”

15. La STC 152/1988, como es sabido, afirma que: “En efecto, tanto el artículo 149 de la Constitución como los estatu-
tos de autonomía dejan a salvo las facultades de dirección general de la economía y, por tanto, de cada uno de los sectores 
productivos, que han de quedar en poder de los órganos centrales del Estado. En consecuencia, dentro de la competencia 
de dirección de la actividad económica general tienen cobijo también las normas estatales que fijen las líneas directrices y los 
criterios globales de ordenación de sectores económicos concretos, así como las previsiones de acciones o medidas singulares 
que sean necesarias para alcanzar los fines propuestos dentro de la ordenación de cada sector. Este razonamiento es también 
aplicable al sector de la vivienda, y en particular, dentro del mismo, a la actividad promocional, dada su muy estrecha relación 
con la política económica general, en razón de la incidencia que el impulso de la construcción tiene como factor del desarrollo 
económico y, en especial, como elemento generador de empleo. De otro lado, en cuanto que esta actividad de fomento de la 
construcción de viviendas queda vinculada a la movilización de recursos financieros no sólo públicos, sino también privados, no 
puede hacer abstracción de las competencias estatales sobre las bases de la ordenación del crédito, a que ambas partes hacen 
referencia.”

completa como la que lleva a cabo el Ministerio de 

Vivienda, ni establecer unas medidas de fomento tan 

detalladas como las formuladas en los reglamentos 

estatales que se aprueban con los planes estatales de 

vivienda actuales. 

Existe una tensión en la aplicación del ordenamiento 

que aumentará en los próximos planes de vivienda una 

vez que la LDVCat ha regulado de manera completa y sis-

temática el régimen jurídico de las viviendas con protec-

ción oficial, y una vez que la LS 2008, desde la perspecti-

va de las políticas de suelo, ya ha establecido el régimen 

básico de estas viviendas: un precio máximo de venta y 

alquiler, que debe mantenerse en las sucesivas transmi-

siones o arrendamientos y cesiones durante el período de 

calificación (extremos que se desprenden de los artículos 

10 y 39.2 LS 2008). Poco más debería avanzar el Estado 

al amparo del artículo 149.1.13, excepto la protección 

registral de la vivienda protegida, la obligación de ocu-

par la vivienda como residencia habitual y permanente, la 

posibilidad de ejercer derechos de adquisición preferen-

te, unos plazos máximos y mínimos de calificación y los 

criterios generales para determinar el precio máximo y la 

renta, con renuncia a definir, de modo expreso, las mo-

dalidades de vivienda protegida que recibirán las ayudas 

financieras previstas en el plan estatal.

Nada más lejos de la realidad, como veremos a con-

tinuación.

2.2. El régimen jurídico de las viviendas con 
protección pública previsto en los planes es-
tatales de vivienda

El Tribunal Constitucional (STC 152/1988) señala que el 

artículo 47 CE (y, por tanto, podemos añadir, el artículo 

26 EAC)14 no es un precepto delimitador de competen-

cias. A los objetivos de estos preceptos debe llegarse a 

través del sistema de distribución de competencias de 

los artículos 148 y 149 CE y de los respectivos estatutos 

de autonomía. 

De ello se deriva que el título competencial vivien-

da no se identifica con todo el ámbito de acciones le-

gislativas y ejecutivas que promuevan las condiciones 

necesarias y que establecen la normas pertinentes que 

permitan hacer efectivo el derecho a la vivienda (ar-

tículo 47 CE). Estas condiciones necesarias y normas 

pertinentes pueden arbitrarse desde la legislación ur-

banística, la de ordenación del territorio, de ordena-

ción de la edificación o del crédito, la de consumidores 

y usuarios, la hipotecaria y la del registro de la propie-

dad, la de arrendamientos urbanos, la procesal civil, 

la reguladora del sector de los seguros o la legislación 

fiscal, entre otros. 

Por otro lado, en la delimitación del ámbito compe-

tencial vivienda, sin desconocer la trascendencia del re-

conocimiento constitucional del derecho a una vivienda 

digna y adecuada, hay que tener presente que la ac-

tividad económica del subsector vivienda tiene efectos 

sobre aspectos desvinculados de su dimensión como 

ámbito espacial primario e imprescindible para la vida 

personal y familiar. Nos referimos entre otros a la ocupa-

ción, al desarrollo de la actividad económica o a la co-

rrecta asignación de los recursos del sistema financiero. 

Esta afectación ha permitido a la STC 152/199815 

amparar en los títulos competenciales del artículo 

149.1.13 (bases y coordinación de la planificación de 

la actividad económica) y el artículo 149.1.11 (bases 

de la ordenación del crédito, banca y seguros) la activi-

dad de fomento que el Estado lleva a cabo a través de 

los planes de vivienda, dotados de importantes asig-

naciones presupuestarias y que incorporan las normas 

que definen las actuaciones protegibles en materia de 
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16. Rebolledo Varela, Ángel Luis. “Las viviendas de protección oficial: Aproximación a su régimen jurídico”, en Derecho 
privado y Constitución, año 1995, número 6, dedicado a Monográfico sobre vivienda, p. 136.

vivienda (es decir, las susceptibles de obtener ayudas y 

subvenciones). 

Competencia que, debemos advertirlo, tal como se 

ejerce por el Estado exige poner en cuestión su consti-

tucionalidad (cuestión a la que haremos referencia).

En definitiva, el derecho a la vivienda y las políticas 

dirigidas a garantizar la existencia de vivienda a pre-

cio o renta asequible se pueden examinar de modo 

diferenciado, desde el punto de vista competencial 

y de las técnicas jurídicas susceptibles de ser utilizadas, 

de las actuaciones públicas de regulación y fomento 

al sector de promoción, construcción y distribución 

de bienes inmobiliarios residenciales. Son actuaciones 

interrelacionadas pero diferenciarlas ayuda a advertir 

que la materia competencial vivienda no se agota en la 

promoción de vivienda asequible, ni la promoción de 

vivienda asequible se puede llevar a cabo solo desde 

las competencias atribuidas por la materia de vivien-

da. Y que en resumidas cuentas no se puede entender 

sin ponderar la importancia económica del sector de la 

promoción y construcción residencial.

2.2.1. El régimen jurídico de las viviendas 
protegidas en los actuales planes de vivienda 
estatales tiene su origen en las normas regu-
ladoras de 1978
El régimen de las viviendas sometidas a algún régimen 

de protección pública previsto en los planes estatales de 

vivienda actuales tiene su origen en una política de fo- 

mento en materia de vivienda llevada a cabo cuan-

do el precio del suelo no era el problema para hacer 

asequible la vivienda y las ayudas de los planes de vi-

vienda eran suficientes para incentivar la promoción 

y adquisición de las VPO de promoción privada (las 

viviendas con protección oficial de régimen general), 

que se acompañaban de la promoción pública directa 

de VPO (las viviendas con protección oficial de régimen 

especial), para atender los segmentos de demanda no 

cubiertos por la promoción privada de VPO. 

La finalidad del Real decreto ley 31/1978 y el Real 

decreto 3148/1978 (que configuran el régimen jurí-

dico de las viviendas con protección oficial aplicado 

por los planes de vivienda estatales desde 1981 hasta 

1998) podría sintetizarse de la siguiente manera: el Es-

tado pone ayudas e incentivos económicos y financia-

ción privada a disposición del sector de la promoción 

de viviendas y de las personas que las demandan con 

unos ingresos bajos, medios y medios altos (los ingre-

sos anuales de acuerdo con el Real decreto 3148/1978 

no podían superar el 25% del precio de la vivienda), 

para impulsar el sector y facilitar el acceso a la vivienda 

(preferentemente en propiedad). La aceptación de es-

tas ayudas comporta someterse al régimen de VPO por 

un plazo de 30 años, del que pueden desvincularse me-

diante la desafectación voluntaria, devolviendo todas 

las ayudas recibidas y los intereses correspondientes. 

A su vez, de modo subsidiario, para los sectores más 

desfavorecidos existe una modalidad de VPO especial 

(a precio y renta más baja), con mayores incentivos y 

ayudas que, en todo caso, será el objeto preferente de 

la promoción pública de vivienda (para la que se prohí-

be expresamente la descalificación voluntaria). 

Por tanto, se preveía en el futuro un parque privado 

y de promoción privada de VPO que pretende facilitar 

el acceso a la propiedad (con posibilidad de descalifica-

ción voluntaria), e incentivar el sector de la promoción 

inmobiliaria, y crear un parque público, o privado pero 

de promoción pública, para atender a los sectores con 

mayores dificultades para acceder a la vivienda que 

debe permanecer en el ámbito de la VPO por lo menos 

durante 30 años, a modo de parque de vivienda ase-

quible público o bajo control público, por haber sido 

en su momento de promoción pública. 

Todos estos objetivos se contemplaban en un 

bloque normativo que encabezaban el Real decre-

to ley 31/1978, de 31 de octubre, sobre política 

de viviendas de protección oficial, y el Real decre-

to 3148/1978, de 10 de noviembre, por el que se 

desarrolla el reseñado Real decreto ley 31/1978, que 

amparaban los planes estatales de vivienda que se 

aprobaban acompañados de normas reglamentarias 

que tenían el contenido imprescindible para definir 

e instrumentar las ayudas públicas previstas en cada 

plan. El régimen jurídico de las VPO estaba estableci-

do, sustancialmente, en el Real decreto ley 31/1978 

y el Real decreto 3148/1978, y las normas que acom-

pañan los planes en principio no los modifican, sino 

que instrumentan las ayudas.

Las normas de 1978 a que nos estamos refiriendo 

configuraban un corpus legal que Rebolledo Varela16 

define del modo siguiente: 
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17. Resuelve los conflictos de competencia promovidos por el Gobierno vasco contra el Real decreto 3280/1983, de 14 
de diciembre, sobre financiación de actuaciones protegibles en materia de vivienda; la Orden del Ministerio de Obras Públicas 
y Urbanismo de 27 de enero de 1984, sobre tramitación de las actuaciones de financiación en materia de vivienda a que se 
refiere el real decreto anterior; la Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 28 de enero de 1984, sobre las condiciones 
financieras de las operaciones que se pueden incluir en el Programa de Construcción de Viviendas de Protección Oficial 1984-
1987; la Orden del Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo de 7 de marzo de 1984, por la que se determina el módulo y su 
ponderación en las viviendas de protección oficial acogidas en el Real decreto ley 31/1978, de 31 de octubre, para 1984 y en 
el marco del Plan cuatrienal de viviendas 1984-1987, y la Orden del Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo de 12 de abril de 
1984, sobre tramitación de subsidiación y subvenciones para la adquisición de viviendas de protección oficial, así como el del 
Gobierno en relación con la Orden de 11 de febrero de 1987, del Departamento de Política Territorial y Transportes del Gobier-
no vasco, por la que se determinan las áreas geográficas homogéneas y sus respectivos módulos aplicables a operaciones de 
promoción y adquisición de viviendas de protección oficial y rehabilitación protegida.

“no puede olvidarse respecto de la legislación sobre 

viviendas de protección oficial instaurada a partir de 

1978 que la finalidad fundamental deviene ser el acceso 

en propiedad a una vivienda esencialmente a través de 

la financiación para su adquisición estructurada a su vez 

no ya con criterios geográficos, sino en atención a las 

específicas circunstancias económicas de los sujetos a 

los que va destinada, dentro asimismo de una política 

más general de incidencia en el sector de la construcción 

mediante su reactivación para una disminución del de-

sempleo existente en tan importante sector de la econo-

mía, es decir, la utilización del régimen de las viviendas 

de protección oficial no sólo para realizar política social 

y el acceso a una vivienda digna por las familias de más 

bajo nivel de renta sino, y quizá sobre todo, como factor 

de reactivación económica […] lo que a su vez ha permi­

tido una amplia vulneración de la normativa propia en 

aspectos tan esenciales como las limitaciones de precio 

y renta respaldadas desde 1992 por los propios tribu­

nales de la jurisdicción civil con olvido de que no nos 

encontramos en un ámbito jurídico y económico some-

tido a las reglas de mercado, de la libre competencia y al 

principio de autonomía de la voluntad sino dentro de la 

efectividad del derecho constitucionalmente reconocido 

en el artículo 47 de la Constitución.”

Por lo tanto, los planes de vivienda de 1978 a 1998 

son una política de fomento de la vivienda asequible, 

pero fundamental también un instrumento de reacti-

vación del sector de la construcción residencial –a tra-

vés de ayudas directas a la compra y de la subsidiación 

de créditos en un contexto de tipos de interés altos–, y 

es por ello que, cuando el sector no precisa de ayudas 

para poder vender su oferta, disminuyen sustancial-

mente el número de viviendas protegidas y su propor-

ción respecto del total. 

Los gráficos que acompañamos como anexo 1 lo 

acreditan: desde una relación de más de 20.000 vi-

viendas protegidas iniciadas, sobre un total de 35.000 

viviendas del año 1986, en una proporción que prác-

ticamente se repite en el año 1995, nos encontramos 

con que en el año 1998 se inician menos de 5.000 vi-

viendas protegidas respeto de un total de casi 80.000, 

para llegar al año 2006  a menos de 8.000 viviendas 

iniciadas de protección pública frente a las más de 

120.000 totales. En los momentos de crisis del sector 

se inician más viviendas protegidas y su proporción res-

pecto del total es mucho más alta, y al revés cuando 

el sector no tiene crisis de demanda. Este hecho nada 

tiene nada que ver con los problemas de accesibilidad 

a la vivienda, ya que en los años de menos producción 

de vivienda protegida los problemas de accesibilidad 

no son siempre menos acentuados, como lo acreditan 

los gráficos que acompañamos en el anexo 2 (se puede 

examinar la accesibilidad de 2003 para acreditarlo).

2.2.2. La STC 152/1988
En este marco se dicta la STC 152/1988. La constitu-

cionalidad de esta actuación de fomento que desa-

rrolla el Estado una vez ya aprobada la CE es objeto 

de análisis, desde la perspectiva competencial (sin 

ponderar la actuación relativa a los aspectos fiscales 

y la promoción pública de vivienda por parte del Es-

tado), en la STC 152/1988, que resuelve diferentes 

conflictos de competencia formulados por el Go-

bierno vasco contra las normas que, al amparo del 

Decreto ley 31/1978 y del Real decreto 3148/1978, 

instrumentaban las ayudas del Plan estatal de vivien-

da 1984-1987.18

El Gobierno vasco sostiene que los límites a la 

competencia exclusiva de la comunidad autónoma en 

materia de vivienda se concretan en las competencias 

del Estado sobre las bases y coordinación de la plani-

ficación general de la actividad económica (artículos 

149.1.13 y 131 CE) y las bases de la ordenación del 

crédito (artículo 149.1.11 CE). Esta argumentación, 

 

Fundación Democracia y Gobierno Local, pág. 110 a 152 

 



 121qdl 20. Junio de 2009   I    

Las viviendas protegidas: las modalidades catalanas de vivienda concertada

18. Por tanto, el resto de competencias deben ser declaradas de titularidad autonómica: la financiación de actuacio-
nes protegibles (artículo 1 del Real decreto 3280/1983); los préstamos calificados (artículo 3); las promociones especiales 
cuando se trate de promotores sin ánimo de lucro o cuando las viviendas se califiquen con destino a arrendamiento (ar-
tículo 4); los préstamos al promotor (artículo 5); los préstamos al adquirente (artículo 6); la subsidiación de los tipos de 
interés (artículo 7); la subvención personal a los adquirentes (artículo 8); la percepción de la subvención (artículo 9); los 
ingresos familiares (artículo 10); los precios de venta (artículo 11); que no es el Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo, 
a través del Instituto para la Promoción Pública de la vivienda, el que debería establecer los convenios con las entidades 
financieras públicas y privadas (que es lo que prevé la disposición adicional 2), y que no puede autorizarse al Instituto para 
la Promoción Pública de la Vivienda para subvencionar el alquiler de las viviendas de protección oficial de promoción pú-
blica, siempre que el titular de la promoción o del contrato de arrendamiento sea el propio organismo o un ente territorial 
(que es lo que hace la disposición adicional 3).

	
18. Gráfico 19: Viviendas iniciadas según régimen en Cataluña. 1984-2002

                               
 Fuente: Elaboración de Carme Trilla a partir de los datos de la Dirección General de Arquitectura y Vivienda.

proyectada sobre el Real decreto 3280/1983 (que es 

la norma marco que establece las ayudas financieras 

del Plan de vivienda 1984-1987), comporta que, en 

su opinión, el Estado tan solo tiene competencia para 

autorizar a los bancos inscritos en el Registro de Ban-

cos y Banqueros, las cajas de ahorro confederadas, la 

Caja Postal de Ahorros, las cooperativas de crédito, el 

Banco Hipotecario de España y otros intermediarios 

financieros, para conceder créditos para financiación 

de viviendas y para conceder préstamos calificados con 

interés para la ejecución de las actuaciones protegibles 

en materia de vivienda (artículo 2 y disposición adicio-

nal 1 del Real decreto 3280/1983).18

La STC 152/1988 establece que la política de fomen-

to en materia de vivienda (no entra a considerar, por el 

hecho de que no es objeto del debate, la cuestión de la 

competencia sobre la promoción pública de viviendas) 

puede ser incluida en la competencia del Estado a que 

se refiere el artículo 149.1.13 CE (“Bases y coordinación 

de la planificación general de la actividad económica”) y 

afirma que “ya que con ello se trata de asegurar el man-

tenimiento de unas inversiones fundamentales desde el 

punto de vista de la política económica general que, en 

otro caso, se revelaría difícilmente viable”.

Esta afirmación se ha de contextualizar y no olvidar 

que en los años en que se dictan las normas objeto del 

conflicto (1983-1984) la vivienda de protección publica 

de promoción privada, objeto principal de subvención 

en los planes estatales de vivienda, significaba más del 

50% de las viviendas iniciadas19 y que, estos planes, 

concentraban las ayudas en la vivienda de protección 

pública en propiedad (en la que el precio de venta no 
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20. “Por lo que se refiere al subsector económico de la vivienda, no cabe duda de que puede ser comprendida en la 
competencia del Estado a que se refiere el artículo 149.1.13 de la Constitución la planificación básica de determinadas 
actuaciones de construcción y rehabilitación de viviendas de protección oficial, lo que justifica la regulación por el Estado 
de los correspondientes instrumentos de financiación en el ámbito definido como tal, ya que con ello se trata de asegurar 
el mantenimiento de unas inversiones fundamentales desde el punto de vista de la política económica general que, en otro 
caso, se revelaría difícilmente viable. 

“Ello no obstante […],
“En concreto, dentro de la normativa de financiación a la vivienda de que ahora se trata, es preciso distinguir cuatro aspec-

tos inherentes a la finalidad de promoción que persiguen las medidas arbitradas por el Gobierno y la Administración del Estado. 
En primer lugar, la definición misma de las actuaciones protegibles, que constituye el núcleo de las medidas consideradas. En 
segundo término, la forma de protección, en este caso la regulación esencial de las fórmulas de financiación adoptadas –crédi-
tos cualificados, subsidiación de préstamos y subvenciones–, sin la cual el fomento de aquellas actuaciones carece de eficacia, 
así como la finalidad específica de las mismas. A continuación, y como parte de esa regulación esencial, el nivel de protección 
que se intenta alcanzar u ofrecer en cada caso. Por último, la aportación misma de recursos estatales que permitan realizar 
las correspondientes actuaciones, en cuanto que garantía de la política económica general, relativa al sector de la vivienda. 
Como expresión de esta última, la regulación estatal de cada uno de estos cuatro aspectos no invade competencia autonómica 
alguna, pues se halla legitimada por lo dispuesto en el artículo 149.1.13 de la Constitución, así como, por lo que hace a la fi-
nanciación privada de tales actuaciones, en virtud de lo dispuesto en el artículo 149.1.11, puesto que se traduce en la disciplina 
de uno de los préstamos de regulación especial computables por las entidades financieras.

“En cualquier caso, ello no significa que las comunidades autónomas con competencias en materia de vivienda hayan de 
quedar absolutamente desprovistas de cualquier atribución por lo que se refiere a las actuaciones protegibles en el sector. Por un 
lado, es evidente que, en función de aquellas competencias estatutarias, pueden definir y llevar a cabo una política de vivienda 
propia, complementando las actuaciones de protección y promoción previstas por el Estado, con cargo a sus propios recursos, 
lo que, frente a lo que alega el Gobierno vasco, no resulta impedido por las disposiciones que impugna. Pero además, para la 
ejecución de la normativa estatal reguladora de las actuaciones protegibles que, como diremos más adelante, les corresponde, 
las comunidades autónomas deben contar con un margen de libertad de decisión que les permita aplicar las medidas estatales 
adaptándolas a las peculiares circunstancias de su territorio, sin perjuicio del respeto debido a los elementos indispensables que 
las normas estatales arbitran para alcanzar los fines de política económica general propuestos. 

“Solo de esta manera es posible conciliar el ejercicio de las competencias del Estado sobre la planificación y coordinación en 
el sector económico de la vivienda, incluida la utilización instrumental de sus competencias sobre las bases de ordenación del 
crédito, con las competencias autonómicas en materia de vivienda. Así, si las primeras legitiman una intervención del Estado 
que condiciona en parte la globalidad de la política de vivienda de cada comunidad autónoma, dicha intervención no puede 
extenderse, so pretexto de un absoluto igualitarismo, a la regulación de elementos de detalle de las condiciones de financiación 
que la priven de toda operatividad en determinadas zonas del territorio nacional. Antes bien, a las comunidades autónomas 
corresponde integrar en su política general de vivienda las ayudas reguladas por el Estado para el cumplimiento de las finali-
dades a que responden, con capacidad suficiente para modalizar, en su caso, las reglas generales, al objeto de conseguir una 
sustancial igualdad de resultados.”  

era muy inferior al de mercado y las ayudas públicas se 

dirigían a subsidiar los créditos para hacer disminuir el 

importe de las cuotas mensuales de amortización). De 

hecho, los planes estatales de entonces no instrumen-

tan otra política de vivienda significativa (no se prevén 

ayudas al alquiler y apenas se inician las ayudas a las 

áreas de rehabilitación integral que se justifican en el 

Real decreto 2329/1983, como una medida de lucha 

contra el paro, argumento que reitera ahora el Real 

decreto 2066/2008). 

El Tribunal Constitucional deduce del artículo 

149.1.13 CE proyectado sobre el sector de la promo-

ción y construcción de viviendas un alcance sustantivo 

y material sobre la ordenación del sector, del todo ale-

jado de la posición sostenida por el Gobierno vasco. El 

Estado no sólo puede establecer un plan de actuación 

de fomento de la vivienda general, financiado con re-

cursos propios y concertando ayudas y créditos para 

terceros con las entidades financieras privadas, sino 

que eso comporta, a su vez, que pueda regular las ac-

tuaciones protegibles (qué actividad privada o pública 

relacionada con la vivienda debe ser subvencionada), 

la regulación esencial de las fórmulas de financiación 

(qué tipo de ayudas financieras deben arbitrarse y 

cómo deben materializarse), el nivel de protección (qué 

tipo de viviendas, con qué limitación de precio y renta 

y sometidos a qué condiciones, son las viviendas prote-

gidas susceptibles de acogerse a las ayudas públicas in-

cluidas en los planes de vivienda) y la aportación de los 

recursos (cómo se financian los planes de vivienda).20 

Además, en cuanto a la financiación privada, con-

certada por el Estado con las entidades financieras, la 

STC 152/1988 afirma que la regulación y el estableci-

miento de la financiación privada de las actuaciones 

corresponde al Estado en virtud de lo que dispone el 

artículo 149.1.11 CE, ya que se traduce en la disciplina 

de uno de los préstamos de regulación especial com-

putables por las entidades financieras.
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21. En el fundamento jurídico 3, el Tribunal Constitucional afirma: 
“este tribunal, en reiteradas ocasiones –STC 39/1982, de 30 de junio (RTC 1982\39); 144/1985, de 25 de octubre (RTC 

1985\144); 179/1985, de 19 de diciembre (RTC 1985\179); 95/1986, de 10 de julio (RTC 1986\95); 146/1986, de 25 de no-
viembre (RTC 1986\146)–, que el ejercicio de aquellas actuaciones estatales no se justifica por el hecho de que se financien con 
fondos presupuestarios del Estado, ya que la subvención, o más en general, el poder de gasto no es concepto o título que deli-
mite competencias, atrayendo toda regulación que tenga conexión con el mismo, pues ello conduciría a una sensible alteración 
del sistema de distribución de competencias que resulta de la Constitución y de los estatutos de autonomía.”

22. Beltrán de Felipe, Miguel. La intervención administrativa en la vivienda: aspectos competenciales, de policía y de financia­
ción de las viviendas de protección oficial, Lex Nova, 2000, p. 35.

La sentencia solo advierte que, para la ejecución de 

la normativa estatal reguladora de las actuaciones pro-

tegibles, las comunidades autónomas deben disponer 

de un margen de libertad de decisión y deben integrar 

en su política general de vivienda las ayudas reguladas 

por el Estado para el cumplimiento de las finalidades 

a que responden. A su vez, añade que “es evidente 

que, en función de aquellas competencias estatutarias, 

pueden definir y llevar a cabo una política de vivienda 

propia, complementando las actuaciones de protec-

ción y promoción previstas por el Estado, con cargo a 

sus propios recursos”. De hecho, esta afirmación com-

porta implícitamente la vinculación de la competencia 

material con el origen de los recursos económicos, lo 

cual es incompatible con el sistema de distribución 

constitucional de competencias y es lo que el Tribu-

nal Constitucional pretendía evitar en la indicada STC 

152/1998 (a saber, que la competencia siga al gasto).21 

Una crítica que se puede continuar haciendo respecto 

de la falta de cobertura constitucional, para justificar 

desde el punto de vista competencial la actividad que 

desarrolla el Estado en materia de fomento de la vi-

vienda protegida y asequible.

En palabras de Beltrán de Felipe,22 “Desde esta fun-

damentación (los apartados 11 y 13 del artículo 149.1 

CE, como títulos competenciales que habilitan el Esta-

do para dictar normas básicas en materia de vivienda), 

el Tribunal Constitucional admitió la tesis de la aboga-

cía del Estado de la ‘legitimidad constitucional de un 

sistema mixto de protección pública en materia de vi-

vienda’, señalando que ‘la posibilidad del Estado de in-

cidir sobre la misma, mediante una regulación propia, 

se ciñe a aquellos extremos que puedan entenderse 

comprendidos en las bases y coordinación de la plani-

ficación económica’ (STC 152/1988, FJ 3). A continua-

ción se mencionan en la sentencia cuatro aspectos de 

la política de financiación de viviendas que, por ‘inhe-

rentes a la finalidad de promoción que persiguen las 

medidas arbitradas por el Gobierno y la Administración 

del Estado’, deben ser de titularidad estatal: defini­

ción de las actuaciones protegibles, regulación esencial 

de las fórmulas de financiación, nivel de protección y 

aportación de los recursos (FJ 4)”.

La doctrina del Tribunal Constitucional en materia 

competencial se proyecta en los planes de vivienda 

posteriores al año 1988, año en que se dicta la sen-

tencia, y estructura el ejercicio de las competencias 

estatales y autonómicas de fomento hasta el Plan de 

vivienda regulado en el Real decreto 2190/1995, que 

introduce  las primeras modificaciones que nos llevarán 

hasta el modelo actual, que tiene su origen en el Real 

decreto 1186/1998. Debemos advertir que el modelo 

que sanciona la STC 152/1988 evoluciona, mediante 

las sucesivas normas reglamentarias que acompañan 

a cada plan de vivienda, contraviniendo ya en el Real 

decreto 1186/1998 la doctrina de la STC 152/1988 y 

ampliando las competencias autonómicas en la con-

creción de las modalidades de vivienda protegida que 

define el Estado y del ámbito de la actividad de fomen-

to llevada a cabo con fondos estatales (mediante sub-

sidios de préstamos, subvenciones y ayudas financia-

das directamente de su presupuesto) o a través de los 

préstamos acogidos a convenios de colaboración entre 

el ministerio competente con las entidades de crédito 

colaboradoras con el Plan de vivienda para comprado-

res y promotores de actuaciones protegidas.

Más adelante volveremos sobre la constitucionali-

dad de los actuales planes estatales de vivienda, pero 

es conveniente recordar ahora una parte del voto par-

ticular emitido en la STC 152/1988 por Francisco Rubio 

Llorente:

“B) El rechazo de la pretensión fundamental de 

la Comunidad Autónoma del País Vasco se hace en la 

sentencia por considerar que el conjunto de disposi-

ciones estatales impugnadas pueden ser referidas a 

la competencia exclusiva que el artículo 149.1.13 

de la Constitución concede al Estado sobre ‘bases y 

coordinación de la planificación general de la activi-

dad económica’. 

“No ignoro la incidencia que sobre la industria de 

la construcción tiene el sistema de protección pública 

de viviendas, pero esta incidencia no autoriza en modo  
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23. Barnes, Javier. Problemas y perspectivas del artículo 149.1.1 CE. Institut d’Estudis Autonòmics, Barcelona, 2004, y “El 
reparto de competencias en materia de urbanismo. El vicio de incompetencia”, en la obra de varios autores Estudios sobre 
urbanismo (análisis de cuestiones clave no afectadas por la Ley de suelo de 2007), Fundación Democracia y Gobierno Local, 
Barcelona, 2007.

alguno a considerar que un plan de actuación comple-

to, desarrollado hasta los últimos extremos procedimen-

tales y financiado con fondos estatales equivalga al 

establecimiento de las bases a las que han de ajustarse 

los planes de las comunidades autónomas o signifique 

una mera coordinación de la actuación de éstas, a las 

que realmente no se les asigna otro papel que el de me-

ras ejecutoras del plan estatal único. Esta identificación 

de la actuación estatal con lo que realmente no es, lleva 

a la consecuencia inevitable de que esta actuación ha de 

ser aceptada o rechazada en su conjunto, y que el es

fuerzo por salvar la competencia autonómica en materia 

de vivienda conduzca a soluciones contradictorias como 

la adoptada respecto a la aplicación del módulo en el 

País Vasco, a la que antes me he referido. 

“Ni por su desarrollo de detalle puede considerarse 

el plan de protección de viviendas un mero estableci-

miento de bases o un conjunto de medidas de coor-

dinación, ni su sentido primordial es, a mi juicio, el de 

incidir sobre un sector de la actividad económica, sino 

el de procurar dar realidad al derecho a una vivienda 

digna y adecuada que el artículo 47 de la Constitución 

reconoce a todos los españoles. Visto desde esta pers­

pectiva, el mencionado plan puede ser entendido como 

una actuación producida, no al amparo del párrafo 13, 

sino más bien del párrafo primero del apartado 1 del 

artículo 149, como un esfuerzo por asegurar un míni­

mo igual en el ejercicio (en rigor en el disfrute), de un 

derecho constitucional.” 

Por lo que respecta a la competencia estatal deri-

vada del artículo 149.1.1 CE es oportuno destacar la 

opinión de Barnes:23 “baste decir que, según la ju-

risprudencia, se trata de una competencia que se ����cir-

cunscribe al ámbito de lo normativo (el precepto habla 

de ‘regulación’), lo que excluye la posibilidad de su 

invocación en el plano ejecutivo; constituye un título 

competencial positivo o habilitante; no es, pues, un 

mero principio, o un título residual o complementa-

rio, ni tampoco una mera prohibición de divergencia 

desproporcionada o irrazonable respecto de la norma 

estatal que pese sobre la legislación autonómica; tiene 

contenido propio y específico; ‘la igualdad de todos’ 

representa el elemento teleológico o finalista del título 

competencial, su razón de ser; y el ‘objeto’ o ‘materia’ 

sobre el que recae son los derechos y libertades en sen­

tido estricto (esto es, sólo los derechos de la sección 1ª 

y 2ª), no así los ‘derechos’ del capítulo III.” Hay que ad-

vertir que esta última afirmación se infiere, a su vez, de 

los fundamentos jurídicos 7.b) y 8 de la STC 61/1997.

Todo ello permite sostener que del voto particular 

se desprendería que la competencia no está amparada 

por el artículo 149.1.13 y que la posibilidad de hacerlo 

desde el artículo 149.1.1 (alternativa que formula Ru-

bio Llorente) no se corresponde con la doctrina soste-

nida hasta hoy por el Tribunal Constitucional. 

2.2.3. La evolución del sistema
En este panorama, las dificultades para encajar la po-

lítica de fomento en la distribución competencial de la 

CE van a ir alterando el sistema: a) la actividad de 

promoción pública de vivienda del Estado y el patrimo-

nio que ello ha comportado se transfiere a las comuni-

dades autónomas que legislan en relación con aquella 

promoción pública y desplazan las normas estatales, 

siendo residual la competencia ejecutiva estatal, y b) 

las normas reglamentarias que acompañan a los planes 

de vivienda de los años noventa van modificando el 

régimen jurídico de las VPO, desde el punto de vista 

sustantivo y competencial (determinados aspectos de 

este régimen ya corresponde establecerlos a las comu-

nidades autónomas, que deben respetar los límites que 

establecen las normas reglamentarias estatales). 

El resultado será un entramado normativo de muy 

compleja aplicación, por los siguientes motivos:

a) Las normas reglamentarias estatales que modi-

fican el régimen de las VPO se suceden y se derogan 

una tras otra, de manera sucesiva, al aprobarse cada 

plan de vivienda, con lo cual las viviendas calificadas 

de protección al amparo de cada plan pueden estar 

sometidas a un régimen jurídico distinto (por ejemplo, 

en materia de descalificación voluntaria).

b) Las normas reglamentarias estatales que acompa-

ñan los planes de vivienda establecen progresivamente 

una serie de nuevos requisitos a las viviendas con pro-

tección oficial como consecuencia de la negociación 

con las comunidades autónomas. Por ejemplo, la posi-

bilidad de no permitir la descalificación voluntaria por 
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un plazo de 30 años, establecida en el artículo 5 del 

Real decreto 801/2005, o la posibilidad de que las co-

munidades autónomas establezcan sobre las viviendas 

calificadas o declaradas protegidas, con destino a su 

venta, que regula el Real decreto, derechos de tanteo 

y de retracto a favor de los demandantes de estos tipos 

de viviendas, inscritos en los correspondientes registros 

públicos, posibilidad que establece el artículo 13. 

El establecimiento de estos requisitos, de difícil en-

caje en la competencia estatal de bases y coordinación 

de la planificación general de la actividad económica, 

exceden en todo caso del ámbito aceptado para las 

normas reglamentarias, sin habilitación ni cobertura 

legal, en materia de fomento. Las limitaciones que im-

ponen los requisitos reseñados no pueden considerar-

se, tan solo, como la contrapartida de las medidas de 

fomento que se arbitran para la promoción y construc-

ción de viviendas protegidas. 

Los nuevos largos plazos de calificación, la prohibi-

ción de la descalificación voluntaria y el establecimien-

to de derechos de adquisición preferente en favor de 

los inscritos en el registro público de solicitantes de vi-

vienda no tienen como razón de ser el haber recibido 

subvenciones. Su fundamento es:

–Bien las políticas de suelo, por el hecho de que 

cuando la planificación urbanística ha excluido una 

parte del suelo de la formación de precios de mercado 

y los destina para construir viviendas con protección 

pública, su reinserción en el mercado, vía descalifica-

ción voluntaria, a los pocos años de construcción, re-

sulta contradictoria con aquellas políticas de suelo en 

las áreas donde es enorme la diferencia entre el precio 

o la renta de la vivienda protegida y la de la libre. 

–Bien la creación de un parque de vivienda asequi-

ble que permita la rotación en la ocupación, con ga-

rantía del principio de igualdad en las actuaciones de 

las administraciones públicas dirigidas a garantizar el 

derecho a una vivienda digna y adecuada. 

Todo ello es una manifestación de un intento de 

los planes de vivienda estatales de irse adaptando a 

la nueva realidad de los precios de la vivienda y de la 

accesibilidad de los ciudadanos a la vivienda: el pro-

blema no es el precio del dinero, es el precio del suelo. 

En el mercado libre no existe suelo para destinarlo a 

vivienda protegida y no es posible su producción sin la 

utilización de técnicas urbanísticas (reservas) o políticas 

y actuaciones públicas de adquisición de suelo.

c) Se produce la paradoja de que las comunida-

des autónomas pueden regular, por tener atribuida 

la competencia sobre vivienda, el régimen jurídico de 

las viviendas con protección pública (las modalidades 

y tipologías existentes y las nuevas) y las reservas de 

suelo, pero solo las modalidades y tipologías que cum-

plan los requisitos establecidos en los reglamentos que 

acompañan los planes de vivienda podrán acogerse 

a las ayudas que éstos prevén (es decir, las ayudas fi-

nancieras de las nuevas modalidades autonómicas van 

con cargo a sus presupuestos). Pueden existir normas 

autonómicas (entre otros, los artículos 78, 79 o 87.3 

LDVCat) que regulan las viviendas sometidos a algún 

régimen de protección que, si se aceptase la tesis de la 

STC 152/1988, no podrán ser aplicadas a las viviendas 

protegidas que se acojan a las ayudas y beneficios pre-

vistos en los futuros planes de vivienda estatales, si sus 

normas reglamentarias de desarrollo exigen para aco-

gerse a estas ayudas y beneficios, requisitos diferentes 

a los previstos en la legislación autonómica.

El resultado, y la realidad a fecha de hoy, es que el 

régimen jurídico de las viviendas protegidas definidos 

por las normas estatales que acompañan los planes de 

vivienda mudan y se modifican como consecuencia 

de la negociación del Estado, que cuenta con los recur-

sos financieros, con las comunidades autónomas, que 

tienen las competencias sobre vivienda.

2.3. Las consecuencias del doble bloque nor-
mativo, estatal y autonómico, regulador de 
las viviendas protegidas: las modalidades de 
vivienda protegida, y en especial de su régi-
men jurídico, son consecuencia hasta ahora 
de los pactos entre el Estado y las comuni-
dades autónomas (pacto, creo, en espera de 
futuros conflictos)

Si examinamos el último Plan de vivienda de Catalu-

ña 2004-2008 (regulado inicialmente por el Decreto 

454/2004, de 14 de diciembre, de desarrollo del Plan 

para el derecho a la vivienda 2004-2007, modifica-

do por el Decreto 244/2005, de 8 de noviembre, de 

actualización del Plan para el derecho a la vivienda 

2004-2007, plan prorrogado hasta el 31 de diciembre 

de 2008 por el Decreto 288/2007), advertimos que el 

Decreto 454/2004 acepta las modalidades de viviendas 

de protección pública previstos en los planes de vivien-

da estatales aprobados hasta entonces, pero impone 

nuevos requisitos no previstos en las normas que hasta 

entonces se habían aprobado con los planes estatales 

 

Fundación Democracia y Gobierno Local, pág. 110 a 152 

 



126 I   qdl 20. Junio de 2009

Domènec Sibina Tomàs 

24. El precepto establece: 
“Artículo 39. Destino. 1. […]
“2. Los terrenos adquiridos por una Administración en virtud del deber a que se refiere la letra b) del apartado 1 del artículo 

16, que estén destinados a la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública que permita tasar su 
precio máximo de venta, alquiler u otras formas de acceso a la vivienda, no podrán ser adjudicados, ni en dicha transmisión 
ni en las sucesivas, por un precio superior al valor máximo de repercusión del suelo sobre el tipo de vivienda de que se trate, 
conforme a su legislación reguladora. En el expediente administrativo y en el acto o contrato de la enajenación se hará constar 
esta limitación.

“3. Las limitaciones, obligaciones, plazos o condiciones de destino de las fincas integrantes de un patrimonio público de 
suelo que se hagan constar en las enajenaciones de dichas fincas son inscribibles en el Registro de la Propiedad, no obstante 
lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley hipotecaria y sin perjuicio de que su incumplimiento pueda dar lugar a la resolución 
de la enajenación.

“4. El acceso al Registro de la Propiedad de las limitaciones, obligaciones, plazos o condiciones a que se refiere el apartado 
anterior produce los siguientes efectos:

“a) Cuando se hayan configurado como causa de resolución, ésta se inscribirá en virtud, bien del consentimiento del adqui-
rente, bien del acto unilateral de la Administración titular del patrimonio público de suelo del que proceda la finca enajenada, 
siempre que dicho acto no sea ya susceptible de recurso ordinario alguno, administrativo o judicial.

“Sin perjuicio de la resolución del contrato, la Administración enajenante podrá interesar la práctica de anotación preventiva 
de la pretensión de resolución en la forma prevista por la legislación hipotecaria para las anotaciones preventivas derivadas de 
la iniciación de procedimiento de disciplina urbanística.

“b) En otro caso, la mención registral producirá los efectos propios de las notas marginales de condiciones impuestas sobre 
determinadas fincas.”

de vivienda (en especial el de prohibición de descalifi-

cación voluntaria y el del período de calificación por 

90 años).

Por otro lado, como hemos visto, la LDVCat esta-

blece un régimen jurídico completo y nuevo de las vi-

viendas con protección oficial.

Al mismo tiempo, si examinamos el Real decreto 

801/2005, que regula el Plan de vivienda estatal 2005-

2008, y el Real decreto 2066/2008, que regula el Plan 

de vivienda 2009-2012, observamos que no tan solo 

definen las modalidades de vivienda protegida de 

acuerdo con el hecho de que se destinen a la venta, al 

alquiler o a otras formas de cesión de uso, por referen-

cia a los precios máximos de venta y a los ingresos de 

los destinatarios y por referencia al período de vincula-

ción al régimen de cesión o alquiler y por los ingresos 

de los solicitantes: esta definición se acompaña de un 

régimen jurídico en cuanto al período de calificación y 

a la transmisión, uso, conservación y aprovechamiento 

durante el plazo de calificación. Veámoslo. 

1) El artículo 5 del Real decreto 801/2005 estable-

ce que las viviendas sujetas a regímenes de protección 

pública que se acojan a las medidas de financiación 

establecidas en este real decreto tendrán un régimen 

de protección, sin posibilidad de descalificación volun-

taria, que se extenderá a toda la vida útil de la vivien-

da, considerando como tal un período de 30 años, 

contado desde su calificación definitiva, aunque las 

comunidades autónomas podrán establecer un pla-

zo superior. El artículo 6 del Real decreto 2006/2008 

precisa más incluso, y establece que deberán estar  

sujetos a un régimen de protección pública, que exclu-

ya la descalificación voluntaria, incluso en el supuesto 

de subasta y adjudicación de las viviendas por ejecu-

ción judicial del préstamo, de la siguiente duración: 

a) De carácter permanente mientras subsista el 

régimen del suelo, si las viviendas y alojamientos hu-

bieran sido promovidos en suelo destinado por el pla-

neamiento a vivienda protegida, o en suelo dotacional 

público, y, en todo caso, durante un plazo no inferior 

a 30 años. 

b) De 30 años, por lo menos, si las viviendas y aloja-

mientos hubieran sido promovidos en otros suelos.

Obsérvese que este precepto fundamenta el carác-

ter permanente de la calificación en el artículo 34.2 LS 

2007, incorporado como artículo 39.2 a la LS 2008.24

2) La ayuda para la adquisición protegida de las vi-

viendas usadas implicará que los precios de venta en las 

transmisiones siguientes estarán limitados a los precios 

máximos determinados conforme a lo establecido en 

el Real decreto regulador del Plan estatal de vivienda, 

durante el período que establezcan las comunidades 

autónomas, que no podrá ser inferior a 15 años desde 

la fecha de adquisición (artículo 5.2 del Real decreto 

801/2005 y artículo 6.2 del Real decreto 2006/2008).

3) Los compradores de viviendas no las podrán 

transmitir entre vivos ni ceder el uso por título alguno, 

durante el plazo mínimo de 10 años desde la fecha 

de la formalización de la adquisición, excepto en los 

supuestos expresamente previstos (artículo 13 del Real 

decreto 801/2005, apartados 2, 3, 4 y 5). Este extremo 

se modifica en el Real decreto 2006/2008 [artículo 5, 
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apartados b) y c)], en el sentido de que la transmisión 

entre vivos o la cesión del uso de las viviendas y de 

sus anexos, por cualquier título, antes del transcurso 

de 10 años desde la fecha de la formalización de la 

adquisición, requerirá autorización de las comunidades 

autónomas y que la transmisión entre vivos o la cesión 

del uso de las viviendas, una vez transcurridos 10 años 

desde la formalización de la adquisición, comportará 

que el préstamo pierda su condición de convenido y que 

la entidad que lo concedió pueda resolverlo.

4) La venta y adjudicación de las viviendas acogidas 

al real decreto estatal deberá efectuarse a demandan-

tes inscritos en los registros públicos previstos a este 

efecto por las comunidades autónomas, según los 

procedimientos que éstas regulen, que, en todo caso, 

deberán garantizar los principios de igualdad, publi-

cidad, concurrencia, así como eliminar cualquier tipo 

de fraude en las primeras y posteriores transmisiones 

(Real decreto 8701/2005, artículo 13, apartado 7). Esta 

regulación se mantiene en el Real decreto 2006/2008 

con la matización que resulta de la disposición transi-

toria sexta, que establece que los registros públicos de 

demandantes a los que se refiere este real decreto de-

berían estar en funcionamiento en el plazo de un año 

desde la publicación de aquel en el Boletín Oficial del 

Estado. Hasta ese momento, la venta y adjudicación 

de las viviendas en primera y posteriores transmisiones 

se regulará por lo que disponga la normativa propia de 

las comunidades autónomas que, en todo caso, de-

berá garantizar los principios de igualdad, publicidad 

y concurrencia e impedir el fraude en las primeras y 

posteriores transmisiones.

5) La prohibición de disponer, las limitaciones y el 

plazo de calificación se harán constar expresamente en 

las escrituras públicas de compraventa, de adjudica-

ción o de declaración de obra nueva en el supuesto de 

promoción individual para uso propio, y se adjuntará 

a estas escrituras públicas una copia testimoniada o 

compulsada de la calificación definitiva de la vivienda, 

o, en su caso, en la escritura pública de formalización 

del préstamo hipotecario. En ambos supuestos, estas 

prohibición y limitaciones se inscribirán en el Registro 

de la Propiedad, donde se harán constar por medio de 

nota marginal (artículo 13, apartado 8). El Real decreto 

2006/2008 añade que esta nota marginal tendrá los 

efectos previstos en el artículo 39.3 LS 2008 (artículo 7 

del real decreto).

6) Las comunidades autónomas podrán establecer 

sobre las viviendas calificadas o declaradas protegidas, 

con destino a su venta, que regula este real decreto, 

derechos de tanteo y de retracto a favor de: a) estas 

administraciones, otras de carácter territorial estableci-

das en las propias comunidades autónomas u otras en-

tidades públicas designadas por éstas; b) las agencias 

o sociedades públicas de alquiler legalmente creadas, y 

c) los demandantes de estos tipos de viviendas inscritas 

en los correspondientes registros públicos (Real decre-

to 801/2005, artículo 13, apartado 9). El Real decreto 

2006/2008 de forma más simple y sencilla establece 

que las viviendas acogidas a la financiación de este 

plan estarán sometidas, en su caso, a los derechos de 

adquisición preferente y otras limitaciones determina-

das por las comunidades autónomas (artículo 5.2).

Lo más significativo no es solo que remita en la ma-

yoría de supuestos a la regulación de las comunidades 

autónomas, sino el hecho de que considera que es de 

su competencia la posibilidad de establecer el régimen 

jurídico (que cabe considerar amparado en las bases de 

la planificación general de la actividad económica en el 

sector de la promoción y construcción de viviendas) y 

hacerlo a través de una norma reglamentaria.

La concepción de las viviendas protegidas en la 

LDVCat, contrariamente, es que el Estado puede fijar 

alguna de las modalidades de vivienda protegida en 

función del régimen de venta o alquiler o de otras 

formas de cesión de uso; por referencia a los precios 

máximos de venta y los ingresos de los destinatarios y 

por referencia al período de vinculación al régimen de 

cesión o alquiler y por los ingresos de los solicitantes. 

Una vez hecho eso, se desprende del contenido de la 

LDVCat que el Estado debería establecer las ayudas fi-

nancieros que estime convenientes a cada modalidad, 

que gestiona la Generalidad, pero que establecer el 

régimen jurídico de la vivienda protegida recae com-

petencialmente a la Generalidad.

Dos preguntas vienen de manera inmediata a la ca-

beza:

–Una nos la hacíamos. Hay que considerar que las 

comunidades autónomas pueden regular, por el hecho 

de tener atribuida la competencia sobre vivienda, el ré-

gimen jurídico de las viviendas con protección pública 

(las modalidades y tipologías existentes y las nuevas). 

A pesar de ello, ¿solo las que cumplan los requisitos 

establecidos en los reglamentos que acompañan a los 

planes de vivienda podrán acogerse a las ayudas que 

éstos prevén? (es decir, las ayudas financieras de las 

nuevas modalidades van con cargo a sus presupues-

tos). Por ejemplo, ¿puede establecer una comunidad 
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25. Son tres los preceptos LDVCat a cuyo respecto el Estado ha planteado su posible inconstitucionalidad, según se des-
prende de la Resolución de 26 de marzo de 2008, de la Secretaría de Estado de Cooperación Territorial, en que se publica el Acuerdo 
de la Subcomisión de Seguimiento Normativo, Prevención y Solución de Conflictos de la Comisión Bilateral Generalidad-Estado 
en relación con la Ley de Cataluña 18/2007, de 28 de diciembre, del derecho a la vivienda (BOE de 21 de abril de 2008). La 
resolución, dictada al amparo del artículo 33 LOTC, establece a que se inician negociaciones para resolver las discrepancias 
competenciales suscitadas en relación con la LDVCat, con especial consideración a sus artículos 32, 47 y 48.2.

26. La argumentación de las dos primeras la tomaremos de Beltrán de Felipe, Miguel. La intervención administrativa en la vivien­
da: aspectos competenciales, de policía y de financiación de las viviendas de protección oficial, Lex Nova, 2000, p. 60 a 67.

autónoma que el régimen de protección de las vivien-

das de protección oficial es de 25 años? Entonces, ¿las 

viviendas protegidas que se promuevan en el ámbito 

territorial de aquellas comunidades autónomas no po-

drán acogerse a las ayudas de los planes estatales? En 

el mismo sentido, ¿puede en el futuro prever el Estado 

que el período de protección es de 15 años e imponer-

lo como condición para obtener las ayudas estatales?

–La otra es una consecuencia del anterior: la LDV-

Cat (u otras leyes autonómicas de vivienda) puede de-

rogar la normativa estatal y decidir a qué viviendas de 

protección pública se aplica el nuevo régimen a partir 

de su entrada en vigor y cuál es este nuevo régimen.

Por lo que respecta a la LDVCat, su regulación com-

pleta y nueva del régimen jurídico de la viviendas de pro-

tección oficial no ha sido objeto, que sepamos, de recur-

so de inconstitucionalidad.25

La contradicción entre el régimen jurídico –estatal y 

autonómico– de las viviendas protegidas ya se produjo 

con la aprobación del Decreto 454/2004, del Plan de 

vivienda de Cataluña 2004-2007 (después prorrogado 

al 2008), que contradecía el Real decreto 1/2002, de 

11 de enero, sobre medidas de financiación de las ac-

tuaciones protegidas del Plan estatal 2002-2005. Las 

contradicciones se salvaron mediante la negociación, 

no del conflicto de competencia ante el Tribunal Cons-

titucional. El Real decreto 801/2005 no contradice (o 

da cobertura según sea la interpretación competencial) 

al contenido de los decretos 454/2004 y 244/2005, por 

lo que respecta al período de calificación por un plazo 

de 90 años.

Es una forma de aplazar el conflicto, con salva-

guardia del interés público para poder realizar políticas 

de fomento de la vivienda inmediatamente. Es solo, 

creemos, no obstante, un aplazamiento del conflicto 

o de una futura reconstrucción normativa de la mate-

ria, más adecuada a la distribución de competencias 

establecida constitucional y estatutariamente y que la 

normativa estatal se adecue al principio de reserva de 

ley y al establecimiento de las bases estatales en una 

norma legal.

El sistema de atribución de competencias que ha 

consolidado el Estado mediante los planes de vivienda 

y como consecuencia de dotarlos de fondos merece 

varias críticas (mucho más si se tiene en cuenta que los 

actuales planes de vivienda tienen un alcance que 

supera de largo la regulación y subvención de las vi-

viendas con protección pública y prevé ayudas directas 

al alquiler, a la rehabilitación de inmuebles y a las áreas 

de renovación). 

Nos centraremos en tres.26 La primera que, como 

ya señaló Rubio Llorente en el voto particular que for-

muló a la STC 152/1988, las funciones estatales sobre 

vivienda se limitan, según el artículo 149.1 CE, a las 

bases y a la coordinación de la planificación en mate-

ria económica, y juegan en un ámbito que, según el 

artículo 148.1.3 CE, es de competencia exclusiva auto-

nómica. Por ello, el título competencial estatal no pue-

de amparar una política sectorial concreta y completa 

ni establecer unas medidas de fomento tan detalladas 

como las formuladas en los reglamentos estatales que 

se aprueban con los planes de vivienda actuales. El ar-

tículo 149.1.13 CE no debería dar cobertura al Estado 

para tener una política de vivienda plasmada en un ins-

trumento tan detallado como son los planes estatales 

de vivienda. Por otro lado, si el Plan estatal de vivienda 

contiene normas básicas, entonces no cumple los es-

tándares establecidos por la jurisprudencia constitucio-

nal respecto a que ello se haga constar expresamente 

en estas normas y que, en cualquier caso, se encuen-

tren recogidas en una norma con rango de ley. Todo 

ello lo confirma la STC 13/1992.

La supuesta voluntariedad de la participación auto

nómica no resuelve la cuestión. La asunción por las 

comunidades autónomas de los planes de vivienda es-

tatales es supuestamente voluntaria, pero el hecho de 

que exista o no convenio, además de no influir para 

que el Plan estatal vincule a las comunidades autó-

nomas, tampoco les quita competencias ni les impide 

ejecutar las ayudas estatales, ya que todas las comu-

nidades autónomas y Ceuta y Melilla tienen asumida, 

vía reales decretos de traspaso de funciones y servicios, 
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27. El artículo 21 del Real decreto 2066/2008 define el contenido del Plan de vivienda estatal 2009-2012 de la siguiente 
manera:

“Eje 1. La promoción de viviendas protegidas para compra, uso propio o destinadas al alquiler, también con opción de 
compra, y la promoción de alojamientos para colectivos específicos o especialmente vulnerables. 

“Programas. 1. Promoción de vivienda protegida para alquiler. 2. Promoción de vivienda protegida para venta. 3. Promoción 
de alojamientos para colectivos especialmente vulnerables y otros colectivos específicos. 

“Eje 2. Ayudas a demandantes de vivienda. 
“Programas. 4. Ayudas a inquilinos. 5. Ayudas a adquirentes de nuevas viviendas protegidas y de viviendas usadas. 
“Eje 3. Las áreas de rehabilitación integral y de renovación urbana en centros históricos, centros urbanos y barrios degrada-

dos y municipios rurales, así como las ayudas para la erradicación de la infravivienda y el chabolismo. 
“Programas. 6. Áreas de rehabilitación integral de centros históricos, centros urbanos, barrios degradados y municipios 

rurales (en adelante, ARIS). 7. Áreas de renovación urbana (en adelante, ARUS). 8. Programa de ayudas para la erradicación 
del chabolismo. 

“Eje 4. Las ayudas RENOVE a la rehabilitación, pero también en la promoción de nuevas viviendas, mejorando la eficiencia 
energética y accesibilidad universal para las personas con discapacidad. 

“Programas. 9. Ayudas RENOVE a la rehabilitación. 10. Ayudas a la eficiencia energética en la promoción de viviendas. 
“Eje 5. Ayudas para la adquisición y la urbanización de suelo para vivienda protegida. 
“Programas. 11. Ayudas para adquisición y urbanización de suelo para vivienda protegida. 
“Eje 6. Ayudas a instrumentos de información y gestión del Plan. 12. Ayudas a la gestión de los planes de vivienda e infor-

mación al ciudadano.”

la competencia de gestión y tramitación de las ayu-

das estatales. Y en estas condiciones no cabe duda de 

que resulta más ventajoso para las comunidades autó-

nomas firmar los convenios con el Estado, ya que eso 

les permite acceder a los fondos estatales e influir vía 

acuerdo. El actual sistema (Plan estatal y convenios con 

las comunidades autónomas), desde un punto de vista 

estrictamente jurídico, no tiene que ver tanto con las 

competencias autonómicas sustantivas (asumidas en 

los estatutos de autonomía y en los reales decretos de 

traspaso de servicios y funciones), como con la aporta-

ción y distribución de fondos estatales. Naturalmente, 

aquí deben realizarse consideraciones jurídicas y me-

tajurídicas relacionadas con el sistema de financiación 

autonómica.

La segunda crítica es que si el Estado interviene en 

la vivienda a través de un título competencial básico, 

como es el artículo 149.1.13 CE, lo es para que estas 

bases sean homogéneas en todo el territorio. Pero los 

planes estatales de vivienda (esto es, las normas esta-

tales) no se aplican ni en la Comunidad Autónoma del 

País Vasco, ni en la Comunidad Foral de Navarra. La 

primera ha dictado una normativa del todo diferencia-

da en materia de actuaciones protegibles que, si bien 

guarda numerosas similitudes con la política diseñada 

por el Gobierno central, tiene una total autonomía res-

pecto del marco estatal de financiación. Frente a este 

hecho, Beltrán de Felipe se pregunta:

“Ello rompe la pretendida unidad del sistema y la 

lógica misma del concepto de normativa básica: ¿pero 

no estábamos hablando de la competencia estatal de 

fijación de un modelo uniforme para todo el Estado a 

través de las bases? ¿No había dicho el Tribunal Cons-

titucional que ‘la función de garantía básica en lo que 

atañe al derecho a disfrutar de una vivienda digna es la 

que puede y debe desempeñar el Estado al instrumen-

tar sus competencias sobre las bases y coordinación 

de la planificación económica del subsector vivienda 

y sobre las bases de la ordenación del crédito’? (STC 

152/1988, FJ 2) […]. El sistema de concierto económi-

co en dos comunidades autónomas, que debería ser 

una ventaja o peculiaridad con implicaciones sólo de 

tipo presupuestario, fiscal o contable y que en principio 

no tendría por qué repercutir sobre el techo competen-

cial ni sobre los derechos y deberes de los ciudadanos 

en todo el territorio, en realidad sí repercute. Si no es-

toy equivocado, el concierto económico debería incidir 

sobre el montante de ingresos o recursos de que se 

dispone para gastar en las competencias atribuidas, y 

no sobre el nivel de estas competencias fijado en la CE 

y los estatutos de autonomía.”

El tercer argumento es la necesidad de replantear 

la STC 152/1982, a la vista de la STC 13/1992 y de los 

nuevos contenidos de los planes de vivienda estatales, 

que ya ni tan solo, ni de manera preferente, regulan y 

prevén ayudas para las viviendas con protección pú-

blica.27 Cada vez adquieren más relevancia las ayudas 

directas a los inquilinos y a la rehabilitación de inmue-

bles y de barrios. 

El Tribunal Constitucional se ha visto obligado a re-

solver concretos conflictos que han permitido estructu-

rar la doctrina en materia del poder de gasto del Estado 

y que nos deberían servir para enmarcar los convenios 

que suscriben las comunidades autónomas (excepto 
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28. Que resuelve los recursos de inconstitucionalidad promovidos por el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña, 
en relación con determinados preceptos y partidas presupuestarias de las leyes 33/1987, de 23 de diciembre, y 37/1988, de 28 
de diciembre, de presupuestos generales del Estado para 1988 y 1989. 

Al recapitular sobre la doctrina previa establece: 
“1.º Que no existe una ‘competencia subvencional diferenciada’ resultante de la potestad financiera del Estado. La subven-

ción no es un concepto que delimite competencias (STC 39/1982 y 179/1985), ni el sólo hecho de financiar puede erigirse en 
núcleo que atraiga hacia sí toda competencia sobre los variados aspectos a que pueda dar lugar la actividad de financiación 
(STC 39/1982, 144/1985, 179/1985 y 146/1986), al no ser la facultad de gasto público en manos del Estado ‘título compe-
tencial autónomo’ (STC 179/1985 y 145/1986) que ‘puede desconocer, desplazar o limitar las competencias materiales que 
corresponden a las comunidades autónomas según la Constitución y los estatutos de autonomía’ (STC 95/1986). 

“2.º Que, ‘antes al contrario, el ejercicio de competencias estatales, anejo al gasto o a la subvención, sólo se justifica en los 
casos en que, por razón de la materia sobre la que opera dicho gasto o subvención, la Constitución o, en su caso, los estatutos 
de autonomía hayan reservado al Estado la titularidad de tales competencias sobre la materia subvencionada’ (STC 95/1986 
y 96/1990, fundamento jurídico 15). De modo que ‘la sola decisión de contribuir a la financiación no autoriza al Estado para 
invadir competencias ajenas –que lo siguen siendo a pesar de la financiación–, sino que, aun si estima que lo requiere el interés 
general, deberá desenvolver su actividad al amparo de una autorización constitucional y respetando en todo caso las compe-
tencias que la Constitución (que se entiende que también ha valorado el interés general) ha reservado a otros entes territoriales’ 
(STC 146/1986 y 75/1989). 

“3.º En consecuencia, esto significa que la persecución del interés general que representa el Estado ‘se ha de materializar a 
través de, no a pesar de los sistemas de reparto de competencias articulados en la Constitución’ (STC 146/1986), excluyéndose 
así que el ámbito de competencias pueda ser extendido por meras consideraciones finalísticas (STC 75/1989). 

“Por tanto, la legitimidad constitucional del régimen normativo y de gestión de las subvenciones fijado por el Estado depen-
de de las competencias genéricas o específicas que el Estado posea en la materia de que se trate, competencias que, necesa-
riamente, serán concurrentes con la que ostente la comunidad autónoma a la que se transfiera la subvención (STC 201/1988, 
fundamento jurídico 2, y 188/1989, fundamento jurídico 3). Pues ‘si se admitiera una competencia general e indeterminada de 
fomento de las actividades productivas por parte del Estado se produciría, junto a la indicada alteración del sistema competen-
cial, una distorsión permanente del sistema ordinario de financiación autonómica’ (STC 152/1988, fundamento jurídico 3).”

el País Vasco y Navarra) con el Estado en el proceso 

de gestión y territorialización de las ayudas financieras 

que acompañan los planes de vivienda. 

La sentencia de referencia en esta materia es la STC 

13/1992,28 que concluye que “la legitimidad cons

titucional del régimen normativo y de gestión de las 

subvenciones fijado por el Estado depende de las com-

petencias genéricas o específicas que el Estado posea en 

la materia de que se trate, competencias que, necesa-

riamente, serán concurrentes con las que ostente la co-

munidad autónoma a la que se transfiera la subvención 

(STC 201/1988, fundamento jurídico 2, y 188/1989, 

fundamento jurídico 3)”. Ya que “si se admitiera una 

competencia general e indeterminada de fomento 

de las actividades productivas por parte del Estado se 

produciría, junto a la indicada alteración del sistema 

competencial, una distorsión permanente del sistema 

ordinario de financiación autonómica (STC 152/1988, 

fundamento jurídico 3)”.

Por ello, los convenios, una de las fórmulas posibles, 

a través de los cuales se territorializan estas transferen-

cias o subvenciones, se someten a un régimen jurídico 

distinto según sean las competencias del Estado sobre 

la materia. Cuando el Estado no tiene competencias, 

en palabras del Tribunal Constitucional:

“La fórmula del convenio […] no puede servir para 

que el Estado recupere competencias en sectores de 

actividad descentralizados por completo […] tam-

poco es admisible, como se dijo en la STC 95/1986, 

fundamento jurídico 5, que merced a dicho conve-

nio, la comunidad autónoma haya podido renun

ciar a unas competencias que son indisponibles por 

imperativo constitucional y estatutario […]. En estos 

supuestos, el convenio solo puede servir para facilitar 

la puesta a disposición de las comunidades autóno-

mas de los fondos destinados a subvenciones, si en 

los presupuestos generales del Estado se determina 

genéricamente su destino. Pero no podría ni siquiera 

condicionarse esa transferencia de fondos a la firma 

de un convenio, pues, en todo caso, el Estado tiene la 

obligación de distribuir las subvenciones entre las co-

munidades autónomas durante el ejercicio presupues-

tario, con la mayor antelación posible.” 

La STC 13/1992 hace consideraciones de interés 

a nuestro caso cuando examina el supuesto de que 

“el Estado ostente un título competencial genérico 

de intervención que se superpone a la competencia de 

las comunidades autónomas sobre una materia, aun 

si ésta se califica de exclusiva (v. gr., la ordenación 

general de la economía), o bien tiene competencia 

sobre las bases o la coordinación general de un sec-

tor o materia, correspondiendo a las comunidades 

autónomas las competencias de desarrollo normati-

vo y de ejecución”.  
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29. El artículo 28 del Decreto 244/2005 (aplicable al Plan de vivienda 2005-2008) regula los préstamos convenidos y esta-
blece: 

“28.1. Los servicios competentes de la Dirección General de Vivienda reconocerán al comprador de una vivienda con pro-
tección oficial el derecho a poder solicitar préstamos convenidos entre el Ministerio de Vivienda y las entidades financieras, 
en las condiciones siguientes de acuerdo con lo dispuesto en el Real decreto 801/2005: a) Duración máxima de veinticinco 
años. b) Garantía hipotecaria. c) Cuantía máxima del préstamo, a los efectos de calcular la ayuda directa a la entrada, del 
80% del precio máximo total que corresponda; en el caso de disponer de trasteros o garajes vinculados, este importe se 
puede ampliar como máximo con el 80% de su precio máximo. d) Cuotas constantes a lo largo de la vida del préstamo, y 
por cada uno de los períodos de amortización a los que corresponda un mismo tipo de interés. e) Tipo de interés fijado para 
el año 2005, aplicando un coeficiente reductor del 0,9175, a la media de los tres últimos meses del tipo porcentual de refe-
rencia de los préstamos hipotecarios del conjunto de entidades de crédito, elaborado por el Banco de España, y revisado en 
el primer trimestre de cada año. f) Exención de comisiones. g) Posibilidad de amortización anticipada. h) Posibilidad de alar-
gamiento de un máximo de dos años del período de amortización del préstamo, en caso de compradores en primer acceso 
a la propiedad en situación de paro que afecte de forma significativa a su capacidad de pago de las cuotas de amortización. 
El derecho se reconocerá mediante resolución y visado del contrato de compraventa o adjudicación, o de la escritura de obra 
nueva en el supuesto de promoción para uso propio. 

“28.2. Los servicios competentes de la Dirección General de Vivienda reconocerán a los compradores de viviendas con 
protección oficial de precio concertado el derecho a acceder a préstamos preferenciales, convenidos entre el Gobierno de la 
Generalidad y las entidades financieras que operan en Cataluña, para la compra de viviendas de precio concertado.”

El artículo 12 del Real decreto 2066/2008 establece:
“Préstamos convenidos: Características. 
“1. Los préstamos convenidos tendrán las siguientes características generales, con independencia de las cuantías y plazos 

de carencia y de amortización que, en cada caso, se establezcan para las diferentes actuaciones protegidas: 
“a) Serán concedidos por entidades de crédito (en adelante, EE CC) que hayan suscrito con el Ministerio de Vivienda el 

correspondiente convenio de colaboración y dentro del ámbito y las condiciones que en el mismo se establezcan. 
“b) No se podrá aplicar comisión alguna por ningún concepto. 
“c) El tipo de interés efectivo podrá ser variable o fijo, con la conformidad de la entidad de crédito colaboradora (en ade-

lante, EC). 
“El tipo de interés efectivo para cada préstamo convenido a interés variable será igual al euribor a 12 meses publicado por 

el Banco de España en el Boletín Oficial del Estado, el mes anterior al de la fecha de formalización más un diferencial de 65 
puntos básicos. 

“El tipo de interés efectivo para cada préstamo convenido a interés variable se revisará cada 12 meses, tomando como 
referencia el euribor a 12 meses publicado por el Banco de España en el Boletín Oficial del Estado el mes anterior al de la fecha 
de formalización. 

“En el supuesto de préstamos convenidos a interés fijo, el tipo de interés efectivo se determinará en los convenios de cola-
boración, partiendo de un swap de plazo equivalente a la duración del préstamo, más un diferencial que se establecerá en la 
orden del Ministerio de Vivienda, de convocatoria y selección de las EE CC con las que se vaya a suscribir dichos convenios de 
colaboración, previo acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos. 

Se trata, dice el Tribunal Constitucional, de partidas 

presupuestarias que “deben territorializarse en los pro-

pios presupuestos generales del Estado si ello es posi-

ble o en un momento inmediatamente posterior, me-

diante normas que fijen criterios objetivos de reparto 

o mediante convenios de colaboración ajustados a los 

principios constitucionales y al orden de distribución de 

competencias”.

La STC examina los convenios que acompañan a 

este supuesto y establece: 

“Otra cosa será si tanto el Estado como las comu-

nidades autónomas ostentan competencias concurren-

tes o compartidas sobre la materia a la que las subven-

ciones se refieran, de manera que el Estado pueda, en 

alguna medida, especificar con más detalle el destino 

y fijar las condiciones del otorgamiento de las subven

ciones, correspondiendo a las comunidades autónomas 

su gestión. En tales casos puede el Estado establecer 

sus condiciones, hasta donde alcance su competencia 

material, en vez de por una norma de obligado cumpli­

miento, mediante un convenio-programa, supeditan­

do la transferencia de los fondos a las comunidades 

autónomas a la firma del convenio correspondiente.” 

3. Recapitulación de las modalidades de vi-
vienda protegida

En los planes estatales se prevén ayudas no financie-

ras (las tipologías de vivienda protegida en propiedad 

y alquiler, sus precios y renta máximos y los posibles 

beneficiarios, y la fijación de aranceles notariales y 

registrales reducidos para la transmisión de los vi-

viendas protegidos). A su vez, se prevén como ayu-

das financieras los préstamos convenidos,29 es decir,  

los acogidos a convenios de colaboración entre el 
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“d) Las cuotas a pagar a la entidad de crédito serán constantes a lo largo de la vida del préstamo, dentro de cada uno de 
los períodos de amortización a los que corresponda un mismo tipo de interés. 

“e) Los préstamos serán garantizados con hipoteca, salvo cuando recaigan sobre actuaciones protegidas en materia de re-
habilitación o de promoción de alojamientos protegidos, en cuyo caso dicha garantía sólo podrá exigirse si, a juicio de la entidad 
de crédito, fuera necesario, dadas la cuantía del préstamo solicitado y la garantía personal del solicitante.”

30. El artículo 1 del Real decreto 2006/2008, “Beneficiarios de las ayudas del Plan”, establece que: “No podrán acogerse 
a la financiación de este Plan quienes incurran en alguna de las prohibiciones previstas para la condición de beneficiario en el 
artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 de diciembre, general de subvenciones.”  El artículo 13, “Ayudas financieras del Plan”, es-
tablece que las ayudas financieras del Plan, con cargo a los presupuestos del Ministerio de Vivienda, consistirán en: a) Subsidios 
de préstamos convenidos. b) Ayuda estatal directa a la entrada (desde ahora, AEDE). c) Subvenciones.

El artículo 18, “Convenios de colaboración con las entidades de crédito”, establece que: “1. Las relaciones del Mi-
nisterio de Vivienda con las entidades de crédito para la ejecución del Plan, se formalizarán mediante convenios de 
colaboración que garantizarán una oferta suficiente de préstamos convenidos y la gestión del pago de la subsidiación 
de dichos préstamos y de la AEDE, a los prestatarios a los que correspondan estas ayudas financieras. Las EE CC serán 
seleccionadas según los criterios establecidos por la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, general de subvenciones […]; 3 
Excepcionalmente, constatada una insuficiencia significativa de la financiación concedida por las EE CC a las actuaciones 
protegidas del Plan, el Ministerio de Vivienda, a efectos de garantizar dicha financiación y su gestión eficiente, podrá res-
cindir unilateralmente los convenios de colaboración, con el preaviso y demás garantías necesarias que se hayan previsto 
en ellos. En tal caso, el Ministerio podrá atribuir en exclusiva a una EC o a un grupo reducido de las mismas la financiación 
convenida de las actuaciones protegidas, según los criterios de selección de entidades colaboradoras previstos en la Ley 
general de subvenciones.” 

El artículo 44, “Ayuda estatal directa a la entrada (AEDE)”, establece que: “1. La ayuda estatal directa a la entrada podrá ser 
obtenida por los adquirentes de viviendas protegidas de régimen especial o general, y de viviendas usadas, en su primer acceso 
en propiedad. 2. La obtención de la AEDE requerirá que la cuantía del préstamo convenido no sea inferior al 60 por 100 del 
precio de la vivienda, y que esta cuantía no se reduzca por debajo de dicho porcentaje durante los 5 primeros años del perío-
do de amortización. En caso contrario, será obligatorio el reintegro de la AEDE, y de las restantes ayudas estatales financieras 
percibidas, incrementadas con los intereses de demora que correspondan desde su percepción, previstos en los artículos 37.1 y 
38.2 de la Ley 38/2003, de 17 de diciembre, general de subvenciones. Se exceptúa el supuesto de fallecimiento de alguno de 
los titulares del préstamo convenido.”

31. Por este motivo, cuando son subvenciones que no pueden otorgarse en el marco legal de la Ley general de sub-
venciones debe resolverse de manera específica por una norma con rango suficiente. Así, el artículo 72 LDHCat, al regular 
el sistema de prestaciones para el pago del alquiler (prestaciones permanentes para el pago del alquiler y prestaciones de 
especial urgencia para el pago del alquiler o de cuotas de amortización hipotecaria en situaciones especiales), establece que 
las ayudas al pago del alquiler tienen el carácter de prestaciones económicas de derecho de concurrencia de carácter per-
manente, tal como las define la legislación vigente en materia de prestaciones sociales de carácter económico (Ley catalana 
13/2006, de 27 de julio, de prestaciones sociales de carácter económico, artículos 24 y siguientes). Estas prestaciones se 
prorrogan automáticamente mientras los beneficiarios mantienen las condiciones de elegibilidad y son compatibles con otras 
ayudas y prestaciones que los beneficiarios puedan recibir por conceptos diferentes.

Ministerio de Vivienda y las entidades de crédito co-

laboradoras del Plan estatal, para compradores, ar-

rendatarios y promotores de actuaciones protegidas 

y las ayudas económicas estatales directas mediante 

la aportación de recursos presupuestarios estata-

les, en forma de subsidios de préstamos conveni-

dos, ayuda estatal directa a la entrada (denominada 

AEDE) y subvenciones. La naturaleza jurídica de es-

tas ayudas (subvenciones en el sentido establecido 

por la Ley general de subvenciones) se manifiesta en 

los diferentes preceptos de las normas que desarro-

llan los planes de vivienda que, bien califican direc-

tamente las ayudas financieras como subvenciones, 

bien remiten a la aplicación directa o supletoria de 

la Ley general de subvenciones.30 En definitiva, es un 

plan de distribución de subvenciones, que fija qué 

actuaciones son susceptibles de acogerse a él y a las 

ayudas que prevé.31

3.1. Las modalidades de vivienda protegida 
en el Plan de vivienda 2004-2008

El Real decreto 801/2005, modificado por el Real decre-

to 14/2008, define como viviendas protegidas a las así 

calificadas o declaradas por el órgano competente de 

las comunidades autónomas y de las ciudades de Ceuta 

y Melilla que cumplan los requisitos establecidos en el 

real decreto. Esta norma clasifica las viviendas en: 

–Protección oficial de régimen especial, que se pue-

den acoger al IVA reducido del 4%, están adscritas ex-

clusivamente a familias o personas individuales cuyos 

ingresos familiares no excedan 2,5 veces el IPREM, si-

empre que su precio máximo de venta por metro cua-

drado de superficie útil no exceda 1,50 veces el precio 

básico nacional. 

–Protección oficial de régimen general general, 

cuyo precio máximo de venta por metro cuadrado de 
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32. En el BOE de 10 de enero de 2007 se publica la Resolución de 9 de enero de 2007, de la Subsecretaría, por la que se 
dispone la publicación del Acuerdo del Consejo de Ministros de 29 de diciembre de 2006, por el que se fija un nuevo precio 
básico nacional, que servirá como referencia a los efectos de la determinación de los precios máximos de venta y renta de las 
viviendas acogidas al Plan estatal 2005-2008. 

“El Consejo de Ministros, a propuesta de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, en su reunión 
de 21 de diciembre de 2006, acuerda: 1. Se establece un nuevo precio básico nacional, cuya cuantía se fija en 728 euros por 
metro cuadrado de superficie útil, y que servirá como referencia a los efectos de la determinación de los precios máximos de 
venta y renta de las viviendas acogidas al Real decreto 801/2005, de 1 de julio, por el que se aprueba el Plan estatal de vivienda 
2005-2008, para favorecer el acceso de los ciudadanos a la vivienda. A los efectos de la Comunidad Autónoma de Canarias, 
y debido a su condición de insularidad ultraperiférica, en el ámbito de la Unión Europea, la cuantía aplicable de precio básico 
será un 10% superior a ésta.”

superficie útil no exceda 1,60 veces el precio básico 

nacional. 

–Protección oficial de precio concertado. Esta cali-

ficación se refiere a las viviendas cuyo precio máximo 

no exceda, por metro cuadrado de superficie útil, 1,80 

veces el precio básico nacional. 

Pueden ser viviendas protegidas de régimen espe-

cial, de régimen general o de precio concertado las 

viviendas libres de nueva construcción que sean califi-

cadas de este modo, a instancia del promotor, durante 

su construcción y hasta el primer año completo desde 

la expedición de la licencia de primera ocupación, el 

certificado final de obra o la cédula de habitabilidad, 

según proceda, siempre que cumplan los requisitos ne-

cesarios a este efecto por lo que se refiere a superficie 

útil máxima, precio máximo de venta por metro cua-

drado de superficie útil y niveles máximos de ingresos 

de los adquirentes.

El precio máximo de venta establecido con carácter 

general podrá incrementarse, según las reglas y por-

centajes que fija el real decreto, en los ámbitos terri-

toriales de precio máximo superior, que son aquellas 

zonas que sean así declaradas mediante orden del 

titular del Ministerio de Vivienda, a propuesta de las 

comunidades autónomas o de las ciudades de Ceuta y 

Melilla, en consideración a la existencia de especiales 

dificultades de acceso a la vivienda, como consecuen-

cia de sus elevados precios medios, en comparación 

con los de venta de las viviendas libres.

Para aplicar el anterior régimen y concretarlo en 

cada comunidad autónoma, hay que saber el precio 

básico nacional y el cálculo de los ingresos familiares. 

En cuanto al primero, el Consejo de Ministros, a pro

puesta de la Comisión Delegada del Gobierno para 

Asuntos Económicos, determina, en el mes de dici-

embre de los años 2005, 2006 y 2007, la cuantía del 

precio básico nacional, teniendo en consideración la 

evolución del Plan estatal 2005-2008, los indicadores 

de precios de las viviendas libres, los costes de la edi-

ficación residencial, así como la evolución de los tipos 

de interés y de la situación general y previsible de la 

economía (el precio básico se publica en el Boletín Ofi­

cial del Estado).32 En cuanto al segundo, el artículo 7 

del real decreto establece la fórmula de cálculo y el 

margen de ponderación que corresponde a cada co-

munidad autónoma. 

Todo ello se traduce en el Plan de la Generalidad de 

Cataluña para el derecho a la vivienda para el período 

2004-2007, ampliado al 2008, que se regula en el Decre-

to 454/2004 y es objeto de actualización por el Decreto 

244/2005, en el artículo 6, de la siguiente manera: 

–Las viviendas con protección oficial destinadas a 

la venta pueden ser calificadas en cualquiera de las 

siguientes tipologías: a) de régimen especial: para 

compradores con ingresos familiares ponderados 

que no superen 2,5 veces el IPREM; b) de régimen 

general: para compradores con ingresos familiares 

ponderados que no superen 5,5 veces el IPREM, y c) 

de precio concertado: para compradores con ingre-

sos familiares ponderados que no superen 6,5 veces 

el IPREM. 

–Las viviendas con protección oficial destinadas a 

alquiler pueden ser calificadas en cualquiera de las si-

guientes tipologías, en función del período de tiempo 

de vinculación al régimen de alquiler, y de los ingresos 

de los solicitantes a quienes se destinan: a) de renta 

básica a 10 años: para inquilinos con ingresos familia-

res ponderados que no superen 5,5 veces el IPREM; b) 

de renta básica a 25 años: para inquilinos con ingre-

sos familiares ponderados que no superen 5,5 veces el 

IPREM, y c) de renta básica a 30 años: para inquilinos 

con ingresos familiares ponderados que no superen 

2,5 veces el IPREM. 

También pueden considerarse viviendas protegi-

das las viviendas usadas para compradores con ingre-

sos familiares ponderados hasta 5,5 veces el IPREM y 

con el precio máximo de venta fijado en el Real de-

creto 801/2005 (artículos 27 a 30 del Real decreto 
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33. La fuente es http://mediambient.gencat.net/Images/43_151057.pdf.

Ingresos familiares ponderados según el número de miembros de la unidad de convivencia, las zonas de precios y el número 
de veces sobre el IPREM (indicador público de renta de efectos múltiples). 
Ingresos familiares máximos, IPREM 2006

Miembros  familia Zonas 1 IPREM 2,5 IPREM  3,5 IPREM 5,5 IPREM 6,5 IPREM

Familias 1 miembro

A 8.943,20 22.358,00 31.301,20 49.187,60 58.130,80

B 8.384,25 20.960,63 29.344,88  46.113,38 54.497,63

C 7.891,06  19.727,65  27.618,71  43.400,82 51.291,88 

D 6.707,40  16.768,50  23.475,90  36.890,70 43.598,10

Familias 2 miembros

A 9.219,79  23.049,48  32.269,28  50.708,87  59.928,66

B 8.643,56  21.608,89  30.252,45  47.539,56  56.183,12

C 8.135,11  20.337,78  28.472,89 44.743,12  52.878,23 

D 6.914,85  17.287,11  24.201,96 38.031,65  44.946,49

Familias 3 miembros

A 9.616,34 24.040,86 33.657,20 52.889,89 62.506,24

B 9.015,32 22.538,31 31.553,63 49.584,27 58.599,60

C 8.485,01 21.212,52 29.697,53 46.667,55 55.152,56 

D 7.212,26 18.030,65 25.242,90  39.667,42 46.879,68

Familias 4 miembros

A 10.162,73 25.406,82 35.569,55 55.895,00 66.057,73

B 9.527,56 23.818,89 33.346,45 52.401,56 61.929,12

C 8.967,11 22.417,78 31.384,89 49.319,12 58.286,23 

D 7.622,05 19.055,11 26.677,16 41.921,25 49.543,30 

Familias 5 o más 
miembros
 

A 10.774,94 26.937,35 37.712,29 59.262,17 70.037,11

B 10.101,51 25.253,77 35.355,27 55.558,28 65.659,79

C 9.507,30 23.768,25 33.275,55 52.290,15  61.797,45

D 8.081,20 20.203,01 28.284,22 44.446,63 52.527,83

Se aplica a las solicitudes presentadas hasta el 30 de junio de 2008.

801/2005 y artículos 28 y 31 del Decreto 244/2005), 

desde la doble perspectiva: a) de la posibilidad de ob-

tener préstamos convenidos entre el Ministerio de Vi-

vienda y las entidades financieras colaboradoras con el 

Plan de vivienda y la subsidiación de los créditos para 

algunos supuestos de primer acceso a la propiedad 

mediante la vivienda usada, y b) de la limitación esta-

blecida en el artículo 5.2 del Real decreto 801/2005, 

según el cual la ayuda para la adquisición protegida 

de las viviendas usadas implicará que los precios de 

venta en las transmisiones siguientes de aquellas es-

tarán limitados a los precios máximos determinados 

conforme a lo establecido en el real decreto durante 

el período que establezcan las comunidades autóno-

mas, que no podrá ser inferior a 15 años desde la 

fecha de adquisición. 

El cálculo de ingresos de las unidades familiares en 

relación con el IPREM, para los años 2006 y 2007, resul-

ta de la aplicación del artículo 4 del Decreto 244/2005, 

y lo trascribimos a pie de página.33 De estos ingresos se 

desprende que la vivienda protegida se dirige a amplias 

capas de la población.

El territorio de Cataluña, a los efectos de la apli-

cación del Plan de vivienda 2005-2008, se divide en 
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Miembros familia 1 IPREM 2,5 IPREM  3,5 IPREM 5,5 IPREM 6,5 IPREM

Familias 1 miembro
 

A 9.318,40 23.296,00 32.614,40  51.251,20 60.569,60

B 8.736,00  21.840,00 3 0.576,00 4 8.048,00 56.784,00

C 8.222,12 20.555,29 28.777,41 45.221,65  53.443,76 

D 6.988,80 17.472,00 24.460,80 38.438,40 45.427,20 

Familias 2 miembros

A 9.606,60  24.016,49 33.623,09 52.836,29 62.442,89

B 9.006,19 22.515,46 31.521,65 49.534,02 58.540,21

C 8.476,41 21.191,02 29.667,43 46.620,25 55.096,66 

D 7.204,95 18.012,37 25.217,32 39.627,22 4 6.832,16 

Familias 3 miembros

A 10.019,78 25.049,46 35.069,25  55.108,82 65.128,60

B 9.393,55 23.483,87 32.877,42 51.664,52  61.058,06

C 8.840,99 22.102,47 30.943,45 48.625,43 57.466,41 

D 7.514,84 18.787,10  26.301,94 41.331,61 4 8.846,45 

Familias 4 miembros  

A 10.589,09 26.472,73 37.061,82 58.240,00 68.829,09

B 9.927,27 24.818,18 34.745,45 54.600,00 64.527,27

C 9.343,32 23.358,29 32.701,60 51.388,24 60.731,55 

D 7.941,82 19.854,55 27.796,36 43.680,00 51.621,82 

Familias 5 o más
miembros
 

 

A 11.226,99 28.067,47 39.294,46 61.748,43 72.975,42

B 10.525,30 26.313,25 36.838,55 57.889,16 68.414,46

C 9.906,17  24.765,41 34.671,58 54.483,91 64.390,08 

D 8.420,24 21.050,60 29.470,84 46.311,33 54.731,57

34. Véase http://mediambient.gencat.net/cat/ciutadans/habitatge/zones_proteccio_oficial, página web en que aparecen los 
municipios que integran cada área. 

35.

Precios máximos de venta para las viviendas protegidas, según los regímenes de protección y las zonas de precios. 
Año 2008 (euros/m2 útil)

Protección oficial 
Régimen especial

Protección oficial 
Régimen general

Protección oficial 
Precio concertado

Vivienda usada 

Zona A1 1.705,50 1.940,48 3.001,68 2.668,16

Zona A2 1.705,50 1.940,48 3.001,68 2.668,16

Zona A3 1.705,50 1.940,48 2.728,80 2.668,16

Zona B 1.478,10 1.576,64 2.183,04 1.940,48

Zona C 1.307,55 1.394,72 1.77 3,72 1.576,64

Zona D 1.137,00 1.212,80 1.364,40 1.212,80

las áreas A, B, C y D,34 y, de la aplicación de los pará-

metros previstos en los artículos 13 y 14 del Decreto 

244/2005, resultan los precios de venta y alquiler de 

las viviendas con protección pública y usadas desde 

cuya compra se pueden obtener préstamos que han 

sido objeto de convenio y, si es el caso, la subsidiación 

de estos créditos. En el Plan de vivienda vigente en 

Cataluña dan el resultado trascrito a pie de página,35 

con precios y rentas máximas que se sitúan entre los 

márgenes o límites establecidos en el Real decreto 

801/2005.
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Rentas máximas de alquiler para las viviendas protegidas, según los tipos de 
vivienda de alquiler protegido y las zonas de precios. 
Año 2008 (euros/m2 útil/mes)

Alquiler 30 años Alquiler 25 años Alquiler 10 años 

Zona A1 4,04 5,66 8,89 

Zona A2 4,04 5,66 8,89 

Zona A3 4,04 5,66 8,89 

Zona B 3,28 4,60 7,23 

Zona C 2,91 4,07 6,39 

Zona D 2,53 3,54 5,56 

3.2. Las modalidades previstas en el Decreto 
152/2008

La exposición de motivos del Decreto 152/2008 esta-

blece que:

“Recientemente, han aparecido en el panorama de 

la vivienda de Cataluña varias circunstancias que acon-

sejan dar un paso más en la línea iniciada en el año 

2004, con una nueva figura que se enmarca dentro de 

la misma filosofía de conseguir una oferta de vivienda 

asequible que se ajuste a las condiciones de viabilidad 

económica de la oferta, pero que pueda dar respuesta 

a las necesidades de unas capas amplias de población.

“Tres ámbitos reclaman hoy una figura protegida de 

este tipo, como son la promoción de viviendas protegi-

das en suelos que no computan dentro de las reservas 

de suelo para vivienda protegida previstas en el artículo 

57.3 del texto refundido de la Ley de urbanismo; la 

venta de viviendas promovidas en los últimos años que 

se encuentran con dificultades para encontrar compra-

dores a los precios alcanzados por el mercado libre; y la 

venta de viviendas usadas, por las mismas razones de 

distancia entre los precios del mercado y la capacidad 

adquisitiva de muchos hogares catalanes. 

“En este sentido, el Pacto Nacional para la Vivienda 

2007-2016, firmado el día 8 de octubre de 2007, en-

tre el Gobierno de la Generalidad y cerca de cuarenta 

entidades y organizaciones relacionadas con el sector 

de la vivienda de Cataluña, en su reto 1, que plantea 

mejorar la accesibilidad a la vivienda, especialmente 

de los jóvenes, prevé en la acción 1.12 la ‘creación de 

una figura de viviendas concertadas, de precio inter-

medio entre el del precio concertado actual y el del 

mercado libre’. Esta acción se concreta en la medida 

59: ‘la Generalidad se compromete a establecer una 

figura propia de vivienda de venta (precio concertado 

de Cataluña), de precio intermedio entre la vivienda 

concertada actual y el precio del mercado libre, con 

financiación pública; estableciendo módulos y preci-

os máximos de venta según tipos de suelos y zonas 

geográficas. Y en la medida 60: ‘la Generalidad y las 

entidades financieras catalanas se comprometen a es-

tablecer una financiación preferente para los compra-

dores de las viviendas de precio concertado, con tipo 

de interés fijo y cuotas crecientes’.”

El Decreto 152/2008, de 29 de julio, crea la tipolo-

gía de la vivienda concertada con protección oficial, para 

aquellas viviendas que se construyan sobre suelo que el 

planeamiento urbanístico destine específicamente a esta 

finalidad y que cumplan las condiciones que se establecen 

en este decreto. La disposición adicional 19 LUCat (añadi-

da por el DLMU 2007) establece, a su vez, que “cuando 

la normativa en materia de vivienda cree una nueva tipo-

logía de vivienda con protección oficial, distinta a la de 

precio concertado, los POUM de los municipios de más 

de diez mil habitantes y capitales de comarca y sus mo-

dificaciones y revisiones, además de las reservas mínimas 

que establece el artículo 57.3, deben hacer una reserva 

mínima adicional del 10% del techo que se califique para 

el uso residencial de nueva implantación, tanto en suelo 

urbano como en suelo urbanizable, para la construcción 

de viviendas destinadas a esta nueva tipología”.

El régimen jurídico de la vivienda concertada con 

protección oficial, de acuerdo con el artículo 4 del De-

creto 152/2008, es el previsto en el artículo 78 LDHCat, 

con el período de calificación de 90 años y las condici-

ones de transmisión las previstas en el artículo 17 del 

Decreto 244/2005. Las personas que adquieran vivien-

das concertadas con protección oficial pueden obtener 

las siguientes ayudas: 
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 36. La disposición transitoria primera de la Ley 13/2006, de 27 de julio, establece para el ejercicio 2006 el siguiente indi-
cador de renta de suficiencia: 

“El indicador de renta de suficiencia de Cataluña para el ejercicio 2006 queda fijado en 7.137,20 euros anuales y 509,80 
euros mensuales. El Gobierno, en el marco del Acuerdo estratégico para la internacionalización, la calidad de la ocupación y la 
competitividad de la economía catalana, debe evaluar anualmente la actualización de este indicador. El valor del indicador debe 
incluirse en la Ley de presupuestos de cada año.” 

a) Acceder a los préstamos preferenciales conveni-

dos con esta finalidad entre la Generalidad de Cataluña 

y las entidades financieras que operan en Cataluña. El 

importe del crédito, con carácter general, no puede 

superar el 80% del precio de la vivienda y de los ane-

xos previstos en el artículo 2.3 (los garajes y trasteros 

no puede superar los veinticinco metros cuadrados). No 

obstante, esta financiación puede ser superior en los 

casos y según los criterios que establezca cada entidad 

financiera. 

b) Acceder a préstamos preferenciales de hasta el 

20% del precio de la vivienda y de los anexos previs-

tos en el artículo 2.3 (los garajes y trasteros no puede 

superar los veinticinco metros cuadrados), convenidos 

entre la Generalidad de Cataluña y las entidades finan-

cieras que operan en Cataluña, con la finalidad de ayu-

dar al pago de la entrada de la vivienda. En cualquier 

caso, el global de los préstamos concedidos no puede 

ser superior al 100% del precio de la vivienda y de los 

anexos.

Precios máximos de venta para las viviendas protegidas, según los régimenes de protección y  las zonas de precios.
Año 2008 (euros/m2 útil)

Protección oficial
Régimen especial

Protección oficial
Régimen general

Protección oficial
Precio concertado

Vivienda 
usada

Vivienda concertada 
con protección oficial

Zona A.1 1.705,50 1.940,48 3.001,68 2.668,16 4.000

Zona A.2 1.705,50 1.940,48 3.001,68 2.668,16 3.500

Zona A.3 1.705,50 1.940,48 2.728,80 2.668,16 3.200

Zona B 1.487,10 1.576,64 2.183,04 1.940,48 2.600

Zona C 1.307,55 1.394,72 1.773,72 1.576,64 2.100

Zona D 1.137,00 1.212,80 1.364,40 1.212,80 1.600

El Decreto 152/2008, de 29 de julio, establece, tam-

bién, la posibilidad de calificar como viviendas concer-

tadas con protección oficial viviendas ya construidas 

que no la obtuvieran con anterioridad, siempre que no 

se superen unos determinados precios máximos. 

El interés que pueda tener para el promotor esta fi-

gura de vivienda protegida es el facilitar el acceso al cré-

dito a las personas interesadas en adquirir las viviendas. 

El artículo 6 del Decreto 152/2008 crea un sistema de 

ayudas excepcionales para el acceso a la vivienda exis-

tente concertada, que incluye los siguientes viviendas: 

a) Viviendas nuevas, construidas o en construcción, 

sobre suelos que según el planeamiento urbanístico se 

destinan a uso residencial pero sin calificación especí-

fica que implique el destino obligatorio a vivienda con 

protección oficial. 

b) Viviendas usadas no calificadas con ninguna 

tipología de protección. El precio máximo de adqui-

sición de las viviendas existentes concertadas debe 

ajustarse a los precios máximos por metro cuadrado 

previstos para la tipología del vivienda concertada 

con protección oficial, con un precio máximo de la 

vivienda que no puede superar las cuantías, según 

las zonas geográficas establecidas en el artículo 13.1 

del Decreto 244/2005, de 8 de noviembre, de actua-

lización del Plan para el derecho a la vivienda 2004-

2007, siguientes:

–Zona A.1: 300.000 euros. 

–Zona A.2: 280.000 euros. 

–Zona A.3: 250.000 euros. 

–Zona B: 200.000 euros. 

–Zona C: 160.000 euros. 

–Zona D: 120.000 euros. 

Los adquirentes de las viviendas existentes concer-

tadas pueden acceder a la financiación prevista para 

la tipología de la vivienda concertada con protección 

oficial. Los adquirentes con menores ingresos familiares 

(inferiores a 4,3 veces el IRSC)36 que cumplan las condi-
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37. “Artículo 11. Destino y ocupación de las viviendas.
“11.1. Las viviendas con protección oficial se deben destinar a domicilio habitual y permanente, y en ningún caso se pueden 

destinar a segunda residencia o a otro uso.
“11.2. Las viviendas con protección oficial solo pueden de ser ocupadas por personas físicas.
“11.5. Los adquirentes, adjudicatarios, promotores individuales para uso propio y arrendatarios de viviendas con protección 

oficial deben ocupar la vivienda, salvo por una causa justificada, en el plazo de tres meses desde su entrega.”
38. El artículo 73 del Real decreto 801/2005, de 1 de julio, de acuerdo con la redacción modificada por el Real decreto 

14/2008, de 11 de enero, establece: 
“1. Podrán acogerse a las ayudas financieras correspondientes a las viviendas protegidas de nueva construcción de renta 

básica, aquellas viviendas o alojamientos declarados protegidos en virtud de la normativa propia de las comunidades autóno-
mas o de las ciudades de Ceuta y Melilla, que sean de nueva construcción, incluso en suelos dotacionales, o procedentes de 
la rehabilitación de edificios, y destinadas a arrendamiento o a otras formas de explotación justificadas por razones sociales, 
especialmente para jóvenes, u otros colectivos, como personas mayores, personas con discapacidad, inmigrantes, universitarios 
y otros posibles ocupantes para los que las características de estas viviendas resulten adecuadas. 

“2. La ocupación de estas viviendas se regirá por lo establecido para las viviendas protegidas, si bien las comunidades au-
tónomas y ciudades de Ceuta y Melilla podrán establecer la cesión de estas viviendas para alojamiento temporal, por motivos 
sociales o para adaptarse a las condiciones específicas de los ocupantes. 

“3. La superficie útil de estas viviendas o alojamientos no podrá exceder de 45 metros cuadrados. 
“La superficie útil protegida susceptible de recibir ayudas financieras, correspondiente a servicios comunes, no podrá ex-

ceder del 30 por ciento de la superficie útil de las viviendas o alojamientos, con independencia de que la superficie real sea 
superior. En todo caso, los servicios comunes conformarán un conjunto residencial integrado al servicio de los residentes en el 
mismo. 

ciones de primer acceso a la vivienda, pueden acceder 

también a una subvención a fondo perdido del 2% del 

precio de la vivienda, para hacer frente a las gastos que 

genera la formalización de la compraventa. 

La obtención de las ayudas previstas para las vivien-

das existentes concertadas con protección oficial impli-

ca, durante un período de 15 años a contar desde el 

reconocimiento del derecho a las ayudas, las siguientes 

obligaciones: 

a) Respetar en las posteriores transmisiones los pre-

cios máximos de venta aplicables a la vivienda concer-

tada con protección oficial. 

b) Respetar las condiciones de uso previstas en los 

artículos 11.1, 11.2 y 11.5 del Decreto 244/2005.37

Estas obligaciones deben hacerse constar expresa-

mente en la escritura de compraventa, y en la escri-

tura de formalización del préstamo hipotecario, a los 

efectos de la inscripción en el Registro de la Propiedad, 

donde debe hacerse constar mediante nota marginal. 

En el supuesto de las viviendas existentes concertadas 

se aplica el precio máximo por metro de la vivienda 

concertada con protección oficial, con la limitación so-

bre el precio final:

–Zona A.1: 300.000 euros.

–Zona A.2: 280.000 euros.

–Zona A.3: 250.000 euros.

–Zona B: 200.000 euros.

–Zona C: 160.000 euros.

–Zona D: 120.000 euros.

El artículo 7 del Decreto 152/2008 crea la tipología 

de viviendas de alquiler con opción de compra de ré-

gimen general, como una modalidad de viviendas con 

protección oficial. El promotor que obtenga la califi-

cación puede acceder a las ayudas previstas para los 

promotores de viviendas con protección oficial de ren-

ta básica a 10 años en el Decreto 244/2005. La renta 

anual máxima inicial a percibir es, también, la prevista 

para esta tipología. 

Las personas arrendatarias pueden ejercer la opción 

de compra de la vivienda arrendada, una vez transcur-

ridos 10 años desde la fecha de calificación definitiva, 

y siempre que la hayan ocupado ininterrumpidamente 

como mínimo cinco años. El precio máximo de venta 

de estas viviendas es el que resulte de aplicar un coe-

ficiente de 1,7 en la zona A1, de 1,6 en las zonas A2 

y A3, y de 1,5 en las áreas B, C y D, sobre el precio 

máximo de venta de las viviendas con protección oficial 

de régimen general en el momento de la calificación 

provisional, incrementado con el IPC del período trans-

currido. 

El promotor deberá descontar del precio de venta el 

60% de las rentas cobradas del arrendatario durante 

el período del alquiler. Las personas adquirentes con 

ingresos inferiores a 3,5 veces el IPREM, y que reúnan 

las condiciones de primer acceso a la vivienda, pueden 

acceder a las mismas ayudas que el adquirente de una 

vivienda con protección oficial de régimen general. 

Finalmente, el Decreto 152/2008 canaliza las ayu-

das estatales a las viviendas protegidas de nueva cons-

trucción de renta básica (Plan de vivienda 2005-2008), 

para los alojamientos colectivos protegidos (en Cata-

luña los sistemas de dotaciones habitacionales).38 
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“También estará protegida una plaza de garaje, vinculada registralmente y en proyecto, siempre que lo requieran las orde-
nanzas municipales. La superficie útil máxima computable de la plaza de garaje, así como el precio máximo legal de referencia, 
por metro cuadrado de superficie útil, serán los mismos que los de las viviendas protegidas de nueva construcción, y sus anejos, 
de renta básica. 

“4. Las subvenciones a los promotores de viviendas protegidas de nueva construcción para arrendar, establecidas en el 
artículo 39 de este real decreto, tendrán las siguientes cuantías, si las viviendas reúnen las características de las viviendas o alo-
jamientos protegidos en alquiler a los que se refiere el apartado 1 de este artículo, incluyendo en dicha superficie útil máxima 
la protegida correspondiente a servicios comunes: 

Período de amortización Cuantía subvención (€) 

10 años 10.200 

25 años 13.200 

“Las cuantías de las subvenciones se incrementarán, cuando la vivienda o alojamiento estuvieran situados en un ámbito 
territorial declarado de precio máximo superior, en las mismas cuantías, según el grupo, que las establecidas en el citado 
artículo 39. 

“5. La renta anual máxima inicial será la misma que la de las viviendas protegidas de nueva construcción, de renta básica, 
a 10 o a 25 años, según proceda, incluyendo, en su caso, la superficie útil correspondiente de los servicios comunes a que se 
refiere el apartado 3 de este artículo.”

39. El Observatorio de Coyuntura Económica del Instituto Juan de Mariana (OCE) en la página web (http://www.juande-
mariana.org/nota/3037/precio/vivienda/sigue/sobrevalorado/33/) señaló en el año 2007 que, según su opinión, los precios de la 
vivienda estaban sobrevalorados en un 40%, tomando como referencia la relación entre los precios de venta de las viviendas y

El resumen de todo ello. Antes de aprobarse el Plan 

estatal 2009-2012, para las viviendas calificados pro-

visionalmente durante el período 2005-2008, el régi-

men de modalidades era: 

a) Modalidades de protección estatales (que pueden 

recibir las ayudas previstas en los planes estatales).

–Viviendas de venta de protección oficial de régimen 

especial, de régimen general y de precio concertado. 

–Vivienda de alquiler de protección oficial de renta 

básica o concertada por períodos de arrendamiento de 

10, 20 y 25 años. 

–Viviendas en venta usadas que reciben ayudas de 

los planes de vivienda. 

b) Modalidades de protección propias de Cataluña: 

–Vivienda concertada con protección oficial. 

–Vivienda existente concertada.

–Vivienda de alquiler con opción de compra de ré-

gimen general.

3.3. Las modalidades previstas en el Real de-
creto 2066/2008, regulador del Plan de vi-
vienda estatal 2009-2012

Las categorías de vivienda en régimen de venta de pro-

tección oficial, de régimen especial, de régimen general 

y de precio concertado (ahora denominada de régimen 

concertado) se mantienen y, de acuerdo con los nuevos 

módulos, el futuro Plan de vivienda de Cataluña (y cada 

comunidad autónoma a través del instrumento que esti-

me conveniente, salvo el País Vasco y Navarra donde no 

se aplican los planes estatales de vivienda) reformulará los 

precios de venta máximos para cada zona.

Los viviendas en régimen de arrendamiento, para 

poder incorporar la nueva modalidad de viviendas pro-

tegidas para arrendamiento con opción de compra, 

se definen de forma distinta que en los planes estata-

les anteriores. Las viviendas de nueva construcción o 

procedentes de rehabilitación, con destino a viviendas  

protegidas para arrendamiento, se agrupan también 

en el régimen especial, general y concertado. El pre-

cio de cada régimen se establece en función del precio 

máximo de referencia para el préstamo concertado, 

que coincide con el precio máximo de venta de los 

regímenes especial, general y concertado homólogos 

para la modalidad de venta. 

Lo que se reduce son los dos períodos mínimos 

de arrendamiento, que ahora serán de 10 o 25 años, 

correspondiendo una renta máxima anual del 4,5 del 

precio de referencia (para cada modalidad especial, 

general y concertada) en los contratos de 25 años y 

de un 5,5,% anual en los contratos. Estos porcenta-

jes se aproximarían a lo que ha sido el denominado 

PER histórico de la vivienda (los años que se tarda a 

recuperar la inversión inicial mediante el alquiler de la  

vivienda).39 Una vez transcurran estos períodos, al igual 

que en el régimen jurídico inmediato anterior, son sus-

ceptibles de venderse como vivienda protegida (según 

la modalidad que corresponda), mientras perdure el 

período de calificación.
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el precio del alquiler, al que denominaremos PER de la vivienda (en el lenguaje bolsario se denomina PER al número de ocasiones 
en que el beneficio neto de una empresa se encuentra incluido en el precio de cada una de sus acciones). Aplicando esta misma 
metodología, el Observatorio de Coyuntura Económica actualizó datos a 2008 afirmando lo siguiente:

“Así, dado que el precio medio se ha situado en 2.712 euros por metro cuadrado en diciembre de 2008 y que, de acuerdo 
con el INE, el precio medio del alquiler por metro cuadrado se alcanza los 93,8 euros anuales, el PER de la vivienda en España se 
ha reducido desde 32,2 a 28,9. Es decir, a finales de 2008 se necesitaría alquilar un inmueble durante 29 años para recuperar 
el monto inicial de la inversión. 

“Si tenemos en cuenta que, como ya calculamos en nuestro informe ‘Los precios de la vivienda y la burbuja inmobiliaria en 
España’, el PER histórico medio ha sido de 19,5, el precio medio actual de la vivienda en España todavía muestra una sobreva-
loración del 32,5% […].

“Durante el último año, la burbuja simplemente se ha corregido un 17%, por lo que, si la magnitud de la reducción del PER 
se mantuviera, la sobrevaloración no terminaría de desaparecer, como mínimo, hasta finales de 2011.

“Los datos contrastan poderosamente con los de Estados Unidos, otro de los países que sufrió una considerable burbuja 
de precios. A mediados de 2007, los inmuebles estaban sobrevalorados un 31%; solo un año después, la sobrevaloración ya se 
había reducido al 10%. Es decir, en sólo un año EEUU ha pinchado su burbuja en un 67%, mientras que España únicamente 
lo ha hecho en un 17%. A este ritmo, el ajuste de precios al otro lado del Atlántico habrá terminado a mediados de este ejer-
cicio. Esto es, dos años y medio antes que en España.”

El artículo 26 del Real decreto 2066/2008 esta-

blece ex novo la modalidad viviendas protegidas para 

arrendamiento con opción de compra. El precepto 

establece que:

“Las viviendas protegidas para arrendamiento a 10 

años podrán ser objeto de un contrato de arrendamien

to con opción de compra, en cuyo caso el inquilino 

podrá adquirirla a un precio de hasta 1,7 veces el pre-

cio máximo de referencia establecido en la calificación 

provisional. Del precio de venta se deducirá, en con-

cepto de pagos parciales adelantados, al menos el 30 

por ciento de la suma de los alquileres satisfechos por 

el inquilino, en las condiciones que establezcan las co-

munidades autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla. 

“Las cuantías máximas de las rentas establecidas en 

este real decreto no incluyen la tributación indirecta 

que recaiga sobre las mismas, en su caso.” 

De ello se deduce que para las viviendas calificadas 

provisionalmente, a partir de la aplicabilidad del Plan 

estatal 2009-2012, las modalidades estatales serán, 

tanto en régimen de alquiler (para períodos mínimos 

de 10 o 25 años), como de venta, las de protección ofi-

cial de régimen especial, general y concertado, y será 

posible, para las alquiladas por períodos de 10 años, 

el arrendamiento con opción de compra transcurrido 

este plazo, por el precio que corresponda entonces a la 

modalidad por la que fue calificada (especial, general 

y concertada), con ciertas condiciones establecidas por 

el Estado o las comunidades autónomas. 

A partir de este momento, excepto modificación 

del régimen actual, serán modalidades propias de la 

Generalidad de Cataluña las viviendas de compra con-

certadas con protección oficial y las viviendas existen-

tes concertadas. 

3.4. Una valoración final

Ya hemos explicado que una de las complejidades 

en esta materia es que el título competencial estatal 

ni puede amparar una política sectorial concreta y 

completa como la que lleva a cabo el Ministerio de 

Vivienda, ni establecer unas medidas de fomento tan 

detalladas como las formuladas en los reglamentos 

estatales que se aprueban con los planes estatales de 

vivienda actuales. 

Esta tensión se acrecerá, en nuestra opinión (por lo 

menos en Cataluña), en los próximos planes de vivien-

da una vez que la LDVCat ha regulado de manera com-

pleta y sistemática el régimen jurídico de las viviendas 

con protección oficial, y una vez que la LS 2008, desde 

la perspectiva de las políticas de suelo, ya ha estable-

cido el régimen básico de estas viviendas: un precio 

máximo de venta y alquiler, que debe mantenerse en 

las sucesivas transmisiones o arrendamientos y cesio-

nes durante el período de calificación (extremos que se 

desprenden de los artículos 10 y 39.2 LS 2008). 

Poco más, decíamos, debería avanzar el Estado al 

amparo del artículo 149.1.13. Debería limitarse a la 

protección registral de la vivienda protegida, la obliga-

ción de ocupar la vivienda como residencia habitual y 

permanente, la posibilidad de ejercer derechos de ad-

quisición preferente, unos plazos máximos y mínimos 

de calificación y los criterios generales para determinar 

el precio máximo y la renta, con renuncia a definir, de 

manera expresa, las modalidades de vivienda protegi-

da que recibirán las ayudas financieras previstas en el 

Plan estatal. 

Lo previsible en Cataluña es, no obstante, que los 

planes de vivienda previstos en el artículo 67 LDVCat, 

 

Fundación Democracia y Gobierno Local, pág. 110 a 152 

 



 141qdl 20. Junio de 2009   I    

Las viviendas protegidas: las modalidades catalanas de vivienda concertada

mientras no se modifiqué la actuación estatal y auto-

nómica de fomento en materia de vivienda, se rea-

lizarán, si hay acuerdo en no contradecir lo que se 

prevé en la LDVCat, mediante: a) doble plan estatal 

y autonómico de vivienda para un determinado pe-

ríodo; b) con normas reglamentarias estatales y au-

tonómicas que de modo conjunto y sin contradecirse 

establecerán la cuantía, tipologías y el régimen jurídi-

co de las ayudas; c) con el contenido que resulte de 

los convenios de colaboración que suscriban; d) con 

un sistema formalizado y institucionalizado de ejecu-

ción autonómica, en cuya virtud el departamento de 

la Generalidad hará de agente territorial descentrali-

zado del ministerio estatal competente, y e) convir-

tiéndose los planes de vivienda en el instrumento de 

la colaboración institucional y presupuestaria entre 

Estado y comunidades autónomas para el fomento 

en materia de vivienda.

No se puede olvidar que, en Cataluña, los planes 

de vivienda que se enuncian como propios se financian 

sustancialmente con los recursos generados por los 

planes estatales de vivienda. Así, las normas ya reseña-

das que regulan el Plan catalán de vivienda 2004-2008 

establecen: 

a) Que su objeto es desarrollar el Plan catalán de 

vivienda –Decreto 454/2002– o actualizar su desarrollo 

–Decreto 244/2005– y regular la gestión de las ayudas 

previstas en el Real decreto 801/2005, de 1 de julio, 

por el que se aprueba el Plan estatal 2005-2008, para 

favorecer el acceso de los ciudadanos a la vivienda (ar-

tículo 1 del Decreto 244/2005).

b) Que las subvenciones reguladas serán con cargo 

a los presupuestos propios del Departamento de Me-

dio Ambiente y Vivienda y de los procedentes de los 

recursos derivados del Convenio con el Ministerio de 

Vivienda, de acuerdo con el Real decreto 801/2005, 

de 1 de julio, sobre desarrollo del Plan estatal de vi-

vienda 2005-2008.

Una vez aprobado el Real decreto 2066/2008, 

de 12 de diciembre, regulador del Plan de vivienda 

2009-2012, el Gobierno de Cataluña ha aprobado el 

Decreto 50/2009, para, según indica su exposición de 

motivos, “establecer qué previsiones de los artículos 

del Decreto 244/2005 quedan modificadas para adap-

tarlas a las previsiones del Real decreto 2066/2008, de 

12 de diciembre, por el que se regula el Plan estatal 

de vivienda y rehabilitación 2009-2012 [y establecer] 

que todas las referencias al Real decreto 801/2005, 

de 1 de julio, que contiene el Decreto 244/2005, de 8 

de noviembre, se deben entender hechas en la nueva 

norma estatal”. 

Eso significa que, a la espera de aprobarse un nuevo 

Plan de vivienda de Cataluña, hay que arbitrar las fór-

mulas para poder hacer efectivas en Cataluña las ayudas 

financiadas por el Estado y los créditos concertados por 

éste con las entidades financieras.

De hecho, el Decreto 50/2009 modifica los artículos 

del Decreto 244/2005 relativos a préstamos conveni-

dos para acceder a viviendas con protección pública en 

propiedad o arrendamiento (artículos 22 y 28, 34); al 

subsidio de préstamos para la adquisición de viviendas 

con protección oficial en propiedad o arrendamiento 

(artículos 29 y 35); a las ayudas directas a la entrada 

para el primer acceso a la vivienda en propiedad; sub-

venciones generales a la promoción (artículo 36) y a las 

ayudas para la urbanización de suelo (artículo 66), para 

añadir en cada precepto que la actuación de la Gene-

ralidad (la gestión del Plan estatal) permitirá acceder 

en las condiciones previstas y de acuerdo con el Real 

decreto 2066/2008, bien al derecho a poder solicitar 

préstamos convenidos entre el Ministerio de Vivienda 

y las entidades financieras, bien a la subsidiación de 

los préstamos que otorga el Estado, bien a las ayudas 

y a las diferentes subvenciones estatales en materia de 

vivienda. 

En este punto las cifras financieras previstas en el 

Pacto Nacional de la Vivienda de Cataluña (página 29), 

respeto de las fuentes de financiación que se atribuyen 

al Estado (durante el período 2007-2010, una apor-

tación de 296 millones de euros y durante el perío-

do 2001-2016, 760 millones de euros), no casan en 

principio con el acuerdo del Consejo de Ministros de 

27 de marzo de 2009, sobre la aprobación de los re-

cursos financieros del Plan de vivienda y rehabilitación 

2009-2012 (que no incluye al País Vasco y Navarra) y la 

autorización de la firma de convenios con las comuni-

dades autónomas, que fija que el volumen de recursos 

financieros para instrumentarlo ascenderá a 10.188 

millones de euros. 

Para cuatro años, estimando de acuerdo con la po-

blación de Cataluña con respecto al resto del Estado, 

un porcentaje de participación sobre el total de recursos 

del plan estatal entre el 10% y el 16%, eso significaría 

para Cataluña entre 1.000 y 1.630 millones de euros (el 

porcentaje del 16% se aproximaría más a la proporción 

de población catalana, pero en la realidad, hay que te-

ner presente que la territorialización de los recursos de 

los planes estatales de vivienda no responde de manera 
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40. Nos ha sido imposible encontrar las datos de territorialización de las ayudas estatales previstas en los diferentes planes 
estatales de vivienda y la horquilla entre el 10% y 16% la hemos puesto en el texto por informaciones obtenidas de manera 
informal y solo para ejemplarizar la importancia de la financiación estatal en esta materia. 

41. La página web del DMAH (http://mediambient.gencat.cat/cat/ciutadans/habitatge/Tipusinteres.jsp?ComponentID=11
6572&SourcePageID=26072#1) hace público el tipo de interés vigente para los préstamos preferenciales según los convenios 
firmados entre el Departamento de Economía y Finanzas y el Departamento de Medio Ambiente y Vivienda de la Generalidad 
de Cataluña y las entidades financieras. 

“De acuerdo con los convenios de colaboración firmados entre el Departamento de Economía y Finanzas y el Departamento 
de Medio Ambiente y Vivienda de la Generalidad de Cataluña y las entidades financieras para establecer líneas de financiación 
preferenciales para la adquisición de viviendas protegidas y para las obras de rehabilitación protegidas, los tipos de interés apli-
cables a los préstamos contratados durante los meses de enero, febrero y marzo de 2009 son los siguientes: 

Años de la operación Tipo anual

Sin cuota creciente

30 años 4,577%

40 años 4,383%

Con cuota creciente

30 años 4,567%

40 años 4,316%

principal solo a este criterio).40 Por tanto, sin cuestionar 

los criterios utilizados en el Pacto Nacional, y con la duda 

que generan cifras contradictorias, se puede seguir afir-

mando que el peso de la financiación estatal es de una 

enorme importancia (así, por ejemplo, en el Pacto Na-

cional, las inversiones totales de todas las administracio-

nes públicas en Cataluña para el período 2007-2010 se 

fijan en 2.503 millones de euros). 

Todo esto constata un hecho sabido. Sin perjuicio 

de que el Estado negocie y concierte con las comuni-

dades autónomas (salvo Navarra y el País Vasco) los 

planes estatales de vivienda, éste asume un papel cen-

tral en la política de fomento en materia de vivienda, 

dado que sin los recursos económicos que aporta (y los 

convenios que concierta con las entidades financieras) 

en los territorios no forales los ciudadanos verían redu-

cidos sustancialmente las ayudas en este ámbito. 

El Decreto 152/2008, al crear tipologías de vivienda 

protegida no previstas en el Plan estatal, comporta que 

la adquisición de estas viviendas deberá realizarse aco-

giéndose a los préstamos convenidos entre la Genera-

lidad de Cataluña y las entidades financieras41 y, en su 

caso, a las subvenciones que deberán financiarse con 

recursos propios de la Generalidad. Debe advertirse, 

no obstante, que, como hemos visto, la Generalidad 

en las modalidades de vivienda protegida propias con-

centra las ayudas al facilitar el crédito a los posibles 

promotores y adquirentes, que ha sido concertado 

entre la Generalidad y las entidades financieras, para 

destinarlo a vivienda protegida.

4. Las modalidades de vivienda protegida 
desde la perspectiva de la legislación del sue-
lo y la legislación urbanística 

La política de fomento en materia de vivienda, por lo 

que respecta a la construcción de nuevas viviendas y a 

la rehabilitación integral de inmuebles, no es un instru-

mento útil sin suelo para viviendas protegidas (a ello ya 

nos hemos referido incidentalmente en varias ocasio-

nes). La existencia de vivienda protegida nueva ya no 

depende hoy de la existencia de la política de fomento 

de la vivienda, sino de una política que genere suelo 

con destino a vivienda protegida. 

Esta política de suelo se estructura en la LS 2008 

(y en Cataluña en la LUCat 2005 y en la LDVCat). Las 

políticas públicas de suelo lo generan para construir 

viviendas sometidas a algún régimen de protección 

pública, de acuerdo con modalidades que se han ido 

estableciendo de la mano de las normas que definían 

los planes de vivienda y la política de fomento. La po-

lítica de fomento se limita a ofrecer ayudas financieras 

a promotores y compradores y, no obstante, es desde 

la lógica de estas ayudas a partir de la que se constru-

ye el régimen jurídico de las modalidades de vivienda 

protegida que quedan vinculadas al suelo reservado a 

vivienda asequible, por imperativo de la legislación de 

suelo y urbanística.

Esta contradicción inherente al sistema, que es 

el resultado de una competencia estatal que, por el 

hecho de aportar financiación a un sector económi-
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42. Esta afirmación exige muchas matizaciones pero se puede defender, cuestión, sin embargo, que excede del objeto de 
este texto.

co relevante, puede definir sustantivamente qué son 

las viviendas protegidas, se pone de manifiesto en el 

artículo 67.1.a) LDVCat, cuando establece que los pla-

nes de vivienda aprobados por el Gobierno de Catalu-

ña son los instrumentos temporales que, respetando 

el marco de la planificación y programación regulado 

por el título II, deben establecer la delimitación y con-

creción del régimen de las actuaciones susceptibles de 

ser protegidas, las diferentes modalidades de viviendas 

de protección oficial y los criterios de prioridad en la 

actuación pública. Los planes de vivienda condicionan 

el contenido material de las reservas de suelo por el 

hecho de que determinan las modalidades de vivienda 

que se construirán en estas reservas. Un suelo califica-

do por el planeamiento como zona de vivienda prote-

gida concertada en régimen de venta tiene un valor y 

un destino sustancialmente diferente que el suelo ca-

lificado como zona de vivienda protegida especial en 

régimen de alquiler.

Las políticas para disponer de suelo asequible, una 

vez que el precio del suelo es el obstáculo para la pro-

moción de VPO de nueva construcción, se instrumen-

tan en normas urbanísticas que conciben las reservas de 

suelo para la vivienda protegida, no como el suelo para 

la vivienda que obtendrá ayudas financieras y subven-

ciones de los planes de vivienda, sino como el suelo para 

las viviendas de precio tasado –no libre–, un suelo cuyo 

precio también es tasado, es decir, tampoco es libre. El 

precio del suelo es tasado por el hecho de que su apro-

vechamiento urbanístico viene condicionado por la obli-

gación de construir viviendas sujetas a un régimen de 

protección pública que, por lo menos, permita estable-

cer su precio máximo en venta, alquiler u otras formas 

de acceso a la vivienda, como el derecho de superficie o 

la concesión administrativa (artículo 10 LS 2008). 

Para que exista esta tipología de viviendas con pro-

tección no es imprescindible ni un plan de vivienda, ni 

ayudas, ni subvenciones públicas. Tan solo se precisa 

una calificación urbanística en el planeamiento y una 

definición legal del régimen jurídico de cada modali-

dad de vivienda protegida. Con ello aparece en la es-

cena otro bloque normativo, el regulador de la orde-

nación urbanística del suelo, que se entrelaza con las 

normas que rigen las políticas de fomento en materia 

de vivienda.

Solo un advertencia previa: las reservas de suelo 

son una técnica para los períodos del ciclo expansivo 

de la promoción y construcción residencial. Es el resul-

tado de obtener suelo privado a precio tasado por la 

vía de la regulación (se podría afirmar de la imposición 

de obligaciones de servicio público a una actividad de 

mercado).42 

Las alternativas a las reservas de suelo para vivienda 

protegida para disponer de suelo para vivienda ase-

quible son desarrollar el planeamiento por el sistema 

de expropiación (en Cataluña, también, a través de la 

delimitación de sectores de urbanización prioritaria) o 

proceder a la adquisición de suelo para incrementar los 

patrimonios públicos de suelo. 

En el caso de Cataluña, el artículo 151 LUCat 2005 

establece la posibilidad de prever reservas de terrenos 

para su posible adquisición con la finalidad de consti-

tuir o ampliar el patrimonio de suelo y de vivienda, por 

el hecho de que, de acuerdo con los artículos 103.1, 

104.1.c) y 154 LUCat 2005, es una finalidad que legi-

tima la expropiación. La aprobación del proyecto de 

delimitación de la reserva implicará su declaración 

de utilidad pública y necesidad de empleo (artículo 

103.1 LUCat 2005). Este proyecto deberá tramitarse 

de acuerdo con el procedimiento establecido para la 

aprobación de los planes de ordenación urbanística 

municipal y deberá incorporar, entre la documentación 

correspondiente, la relación de propietarios y una des-

cripción de los bienes y derechos afectados, de acuer-

do con la legislación de expropiación forzosa (artículo 

146 LUCat 2005). Es posible que la delimitación se 

efectúe en el propio plan, cumpliendo todos los requi-

sitos establecidos, sin que haya de interpretarse como 

obligatoria la tramitación diferenciada prevista en el 

precepto (artículo 154 LUCat 2005). En la misma línea, 

el artículo 221.2 RLUC ha clarificado que, en defecto 

de una previsión específica en el planeamiento urba-

nístico general, la delimitación es posible mediante la 

aprobación del proyecto previsto en el artículo 154 LU-

Cat 2005. El proyecto de delimitación podrá referirse 

a cualquier clase de suelo, incluso el clasificado como 

no urbanizable, siempre obviamente que éste no tenga 

una protección especial. 

De hecho, la vivienda asequible de nueva construc-

ción, cuando el mercado no la produce, solo es posible: 
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43. Dice: “Mención aparte merece la reserva de suelo residencial para la vivienda protegida porque, como ya se ha recorda-
do, es la propia Constitución la que vincula la ordenación de los usos del suelo con la efectividad del derecho a la vivienda. A la 
vista de la senda extraordinariamente prolongada e intensa de expansión de nuestros mercados inmobiliarios, y en particular del 
residencial, parece hoy razonable encajar en el concepto material de las bases de la ordenación de la economía la garantía de 
una oferta mínima de suelo para vivienda asequible, por su incidencia directa sobre dichos mercados y su relevancia para las 
políticas de suelo y vivienda, sin que ello obste para que pueda ser adaptada por la legislación de las comunidades autónomas 
a su modelo urbanístico y sus diversas necesidades.”

44. La STC 61/1997 lo resume del modo siguiente: 
“Como ya hemos declarado (entre otras, STC 152/1988, fundamento jurídico 2; 95/1986; 213/1994), ‘dentro de la compe-

tencia de dirección de la actividad económica general tienen cobijo también las normas estatales que fijan las líneas directrices 
y los criterios globales de ordenación de sectores económicos concretos, así como las previsiones de acciones y medidas sin-
gulares que sean necesarias para alcanzar los fines propuestos dentro de la ordenación de cada sector… Este razonamiento es 
también aplicable al sector de la vivienda y, en particular, dentro del mismo, a la actividad promocional, dada su más estrecha 
relación con la política económica general, en razón de la incidencia que el impulso de la construcción tiene como factor del 
desarrollo económico y, en especial, como factor generador de empleo’. Si ello es así en relación con la construcción de vivien-
das, con mayor razón cuando se trata de la política del suelo en su sentido más amplio, por su impacto directo sobre la política 
económica general. De ahí que sea difícil negarle al Estado, ex artículo 149.1.13 CE, toda competencia para fijar algunos cri-
terios generales, cuando sólo el asentamiento de actividades industriales y empresariales y la construcción de viviendas tienen 
una repercusión de gran magnitud sobre la entera economía general. 

“El problema radica, sin embargo, en determinar el alcance de esa competencia cuando, como es el caso, incide sobre 
una competencia autonómica sectorial, porque, como hemos reiterado, ‘cuando el Estado se apoya en un título tan genérico

a) por la vía de la regulación legal que imponga al pro-

pietario y promotor privado obligaciones de reserva de 

suelo para vivienda asequible; b) la adquisición pública 

de suelo –por cesión gratuita, compra o expropiación– 

y la construcción de inmuebles residenciales públicos 

o de promoción pública, o c) la adquisición pública de 

suelo que es objeto de construcción y explotación por 

la promoción privada sujeta a condiciones de Derecho 

público (por ejemplo, concesión para construir y explo-

tar las viviendas dotacionales públicas) o de Derecho 

privado (por ejemplo, derecho de superficie con con-

diciones de naturaleza real que garanticen la oferta de 

vivienda asequible).

El bloque normativo estatal viene configurado por 

la LS 2008, que:

–En el artículo 10.1 establece que las administracio-

nes públicas, en particular las competentes en materia 

de ordenación territorial y urbanística, deberán destinar 

suelo adecuado y suficiente para usos productivos y 

para uso residencial, con reserva en todo caso por una 

parte proporcionada a “a vivienda sujeta a un régimen 

de protección pública que, al menos, permita estable-

cer su precio máximo en venta, alquiler u otras formas 

de acceso a la vivienda, como el derecho de superfi-

cie o la concesión administrativa”. Añade el precepto: 

“Esta reserva será determinada por la legislación sobre 

ordenación territorial y urbanística o, de conformidad 

con ella, por los instrumentos de ordenación y, como 

mínimo, comprenderá los terrenos necesarios para re-

alizar el 30 por ciento de la edificabilidad residencial 

prevista por la ordenación urbanística en el suelo que 

vaya a ser incluido en actuaciones de urbanización”.

–Y al artículo 39.2, que “Los terrenos adquiridos 

por una administración en virtud del deber a que se 

refiere la letra b) del apartado 1 del artículo 16, que 

estén destinados a la construcción de viviendas sujetas 

a algún régimen de protección pública que permita ta-

sar su precio máximo de venta, alquiler u otras formas 

de acceso a la vivienda, no podrán ser adjudicados, ni 

en dicha transmisión ni en las sucesivas, por un precio 

superior al valor máximo de repercusión del suelo so-

bre el tipo de vivienda de que se trate, conforme a su 

legislación reguladora. En el expediente administrativo 

y en el acto o contrato de la enajenación se hará cons-

tar esta limitación”.

La disposición final primera de la LS 2008 no fun-

damenta de manera expresa en el artículo 149.1.13 

las reservas de suelo establecidas en el artículo 10.1 

LS 2008 (por el hecho de que menciona los títulos 

competenciales del artículo 149.1.1, 13, 18 y 23 de la 

Constitución proyectados sobre preceptos muy diver-

sos, y entre éstos menciona el artículo 10), pero parece 

que hay que interpretarlo así a la vista de la exposición 

de motivos de la LS 2007.43

Ésta es una opción discutible constitucionalmente, 

a la vista de la doctrina constitucional general sobre el 

alcance del artículo 149.1.13 CE (“dentro de la compe-

tencia de dirección de la actividad económica general 

tienen cobijo también las normas estatales que fijan 

las líneas directrices y los criterios globales de ordena-

ción de sectores económicos concretos, así como las 

previsiones de acciones y medidas singulares que sean 

necesarias para alcanzar los fines propuestos dentro de 

la ordenación de cada sector”)44 y del FJ 24, apartado d), 
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como es el de bases y coordinación de la planificación de la actividad económica frente a la competencia exclusiva… 
de las comunidades autónomas, no puede, salvo cualificadas excepciones, continuar operando con todos los instrumentos de 
los que disponía con anterioridad a la descentralización del mismo, incidiendo continua y diariamente en una materia que ha 
quedado ampliamente fuera de su competencia’.” (STC 213/1994, fundamento jurídico 10)

45. “Ciertamente, el artículo 98.3 TRLS, por otro lado, incide sobre el sector de la vivienda y la actividad promocional y 
una y otra pueden enmarcarse dentro de las facultades de dirección general de la economía que al Estado atañen en virtud 
del artículo 149.1.13 CE (STC 152/1988), como recuerda la representación del Estado. Sin embargo, y como también hemos 
declarado en la misma Sentencia 152/1988 (fundamento jurídico 2), el artículo 47 CE no constituye por sí mismo un título 
competencial autónomo en favor del Estado, sino un mandato o directriz que ha de informar la actuación de todos los poderes 
públicos (artículo 53.3 CE), de modo que su consecución ha de instrumentarse ‘a través de’, no ‘a pesar de’ los sistemas de 
distribución de competencias.

“La cuestión se contrae, pues, a determinar si el artículo 149.1.13 CE puede dar cobertura a la previsión del artículo 98.3. 
En este sentido, conviene tener en cuenta que la doctrina de la STC 152/1988 (fundamentos jurídicos 2 y 4) se refiere a un 
supuesto distinto –la regulación directa de ciertos instrumentos de financiación de actuaciones protegibles en materia de 
vivienda– al aquí contemplado. En efecto, como se dijo en aquella ocasión, la conexión del sector vivienda y la actividad pro­
mocional con la política económica general puede quedar suficientemente acreditada ‘en razón de la incidencia que el im­
pulso de la construcción tiene como factor económico y, en especial, como instrumento generador de empleo’ (fundamento 
jurídico 2), encontrándose, por tanto, justificada la regulación estatal de los correspondientes instrumentos de financiación 
cuando se trate con ello de ‘asegurar el mantenimiento de unas inversiones fundamentales desde el punto de vista de la 
política económica general que, en otro caso, se revelaría difícilmente viable’ (fundamento jurídico 4). Doctrina reiterada en 
la STC 59/1995 (RTC 1995, 59). 

“En nuestro caso no se pretende, sin embargo, canalizar determinados fondos estatales para la promoción de viviendas 
de protección pública, ni tampoco regular de forma directa o inmediata tal promoción. Muy al contrario, el objeto directo del 
artículo 98.3 TRLS es la regulación de uno de los elementos del aprovechamiento tipo, sin que su clara conexión con la promo-
ción indirecta y mediata de viviendas de protección pública pueda tener la virtualidad de atraer hacia el artículo 149.1.13 CE la 
regulación con carácter básico de la materia, máxime cuando las comunidades autónomas han asumido competencias sobre la 
ordenación del territorio, urbanismo y vivienda, título más directamente implicado que, en el presente caso, ha de prevalecer. 
Es evidente, además, que el artículo 98.3 TRLS establece determinadas prescripciones estrictamente urbanísticas (calificación 
de uso específico; asignación de un coeficiente de ponderación y sus reglas), con lo que invade la competencia urbanística 
que corresponde a las comunidades autónomas. De ahí que respecto del artículo 98.3 TRLS haya que concluir en igual sentido 
a como hemos hecho con el resto del precepto y, en consecuencia, debamos declararlo contrario al orden constitucional de 
competencias.”

46. Se trataba del artículo 98.3, que tenía el origen en el artículo 35.3 LS 1990, que señalaba que si el planeamiento 
calificase terrenos con destino a la producción de viviendas de protección oficial o de otro régimen de protección pública, se 
considerará esta calificación como un uso específico, asignándosele el coeficiente de ponderación que, justificadamente y en 
coordinación con los criterios de valoración catastral, exprese su valor en relación con el uso característico del área que quede 
incluido. 

47. Véase que en la nota siguiente se reproduce la disposición adicional 5 LDVCat 2007, que establece que para el cómputo 
del 20% tan solo pueden tenerse en cuenta las viviendas de protección oficial de régimen especial y de régimen general, tal 
como las define el Decreto 244/2005. En principio, por tanto, tanto valen las unas como las otras, sin precisar porcentajes, y la 
decisión deberá justificarse en la memoria social del plan. 

48. La LDVCat 2007 se publica en el Diario Oficial de la Generalidad de Cataluña de 9 de enero de 2008, núm. 5044, y 
entra en vigor el 9 de abril de 2008. 

de la STC 61/1997,45 que negó que este título otorgase 

cobertura competencial al artículo 98.3 LS 1992, que 

se refería específicamente a la calificación de terrenos 

para viviendas protegidas.46 Este último no es un argu-

mento determinando, sin embargo, por el hecho de 

que el FJ 24 tiene por objeto examinar la constitucio-

nalidad de la regulación de las áreas de reparto y el 

aprovechamiento tipo en la LS 1992 y la referencia a la 

vivienda protegida es tangencial.

En el marco de la LS 2008 el ordenamiento jurídi-

co catalán ya ha establecido su sistema de reservas de 

suelo.

A) Los apartados 2 y 7 del artículo 57 LUCat 2005 

(en la redacción dada por el DLMUCat 2007) cuantifi-

can la reserva obligatoria en todos los POUM (planes 

de ordenación urbanística municipal) o, lo que es lo 

mismo, en todos los municipios, en suelo urbano o ur-

banizable, en el 30% del techo que se califique para el 

uso residencial de nueva implantación (un 20% debe 

ser destinado a viviendas con protección oficial de ré-

gimen general o de régimen especial,47 tal como las 

define el Decreto 244/2005, y un 10% a cualquiera de 

las modalidades de viviendas de protección oficial que 

establezcan los decretos de desarrollo de los planes de 

vivienda, en los términos establecidos en la disposición 

adicional 5 LDVCat).48

La disposición adicional 19 LUCat (añadida por el 

DLMU 2007) establece, a su vez, que “cuando la nor-
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La disposición adicional 5 LDVCat 2007 establece que: 
“Reserva urbanística para viviendas con protección oficial. 
“1. A los efectos de establecer la reserva mínima para viviendas de protección pública establecida por el primer párrafo del 

artículo 57.3 del texto refundido de la Ley de urbanismo, aprobado por el Decreto legislativo 1/2005, solo se pueden tener en 
cuenta las viviendas con protección oficial de régimen especial y de régimen general, tal como las define el Decreto 244/2005, 
de 8 de noviembre, de actualización del Plan para el derecho a la vivienda 2004-2007, o las que determinen como equivalentes 
los sucesivos decretos de desarrollo de los planes de vivienda, ya sean destinadas a la venta, al alquiler o a otras formas de 
cesión de uso. 

“2. A los efectos de establecer la reserva mínima para la construcción de viviendas objeto de otras medidas de estímulo de 
la vivienda asequible establecida por el segundo párrafo del artículo 57.3 del texto refundido de la Ley de urbanismo, aprobado 
por el Decreto legislativo 1/2005, se pueden tener en cuenta todas las modalidades de viviendas con protección oficial que 
establezcan los decretos de desarrollo de los planes de vivienda. 

49. Este precepto se completa con la previsión de la disposición adicional 6, “Aplicación del destino total o parcial de la 
edificación a vivienda con protección oficial en suelo urbano consolidado”, que establece:

“La aplicación de las disposiciones del artículo 17.4 se debe hacer de acuerdo con los siguientes criterios: 
“a) El Plan territorial sectorial de vivienda puede establecer de manera genérica que una zona urbanística determinada 

se destine total o parcialmente a viviendas con protección oficial. En este caso, la determinación solo puede comportar el 
destino parcial de un máximo del 20% del techo de uso residencial en edificios con un techo total edificable superior a los 
5.000 metros cuadrados. En el cómputo del porcentaje de techo que se haya de destinar a vivienda con protección oficial no 
se tienen en cuenta las superficies destinadas a usos que no sean de vivienda. 

“b) Si la obligación de destino a vivienda con protección oficial no se puede alcanzar en la promoción de que se trate, la 
obligación se puede satisfacer destinando a esta finalidad el equivalente de viviendas situadas en otro emplazamiento, siempre 
que sea en suelo urbano consolidado del mismo municipio. Alternadamente, la promoción de estas viviendas puede ser llevada 
a cabo por la Administración, si previamente el ayuntamiento correspondiente ha percibido, con carácter finalista, el equivalen-
te económico de dicha obligación de destino parcial a viviendas con protección oficial.”

50. El artículo 66.4 RLUCat 2005, aprobado por el Decreto 305/2006, de 18 de julio, establece que el Plan general de or-
denación puede prever la calificación de terrenos en suelo urbano no incluido en sectores de planeamiento derivado, formen 
parte o no de polígonos de actuación urbanística. La calificación urbanística del suelo, señala, puede prever el destino total o 
parcial de la edificación a vivienda con protección oficial. Y concluye que la calificación que establezca el destino total o parcial 
a vivienda con protección oficial de terrenos que tienen la condición de suelo urbano consolidado puede ser de aplicación tanto 
en las nuevas construcciones como en los casos de gran rehabilitación de las edificaciones existentes. El contenido del artículo 
ha sido dotado de rango de ley en el DLMU 2007, en la nueva redacción dada al artículo 57.7 LUCat 2005:

“El planeamiento urbanístico general o derivado, según corresponda, debe determinar la localización concreta de las 
reservas para la construcción de viviendas de protección pública mediante la calificación de terrenos para esta finalidad en 
suelo urbano no incluido en sectores de planeamiento derivado, formen parte o no de polígonos de actuación urbanística, la 
cual se puede vincular a un régimen específico de protección pública, y mediante la determinación del porcentaje de techo 
que los sectores de planeamiento derivado deben calificar por esta destino. El planeamiento debe prever los plazos obliga-
torios para el inicio y para el finalización de la construcción de estas viviendas.”

mativa en materia de vivienda cree una nueva tipología 

de vivienda con protección oficial, distinta a la de pre-

cio concertado, los POUM de los municipios de más de 

diez mil habitantes y capitales de comarca y sus modi-

ficaciones y revisiones, además de las reservas mínimas 

que establece el artículo 57.3, deben hacer una reserva 

mínima adicional del 10% del techo que se califique 

para el uso residencial de nueva implantación, tanto 

en suelo urbano como en suelo urbanizable, para la 

construcción de viviendas destinadas a esta nueva ti-

pología”. Se refiere a la modalidad de vivienda con-

certada con protección pública regulada en el Decreto 

152/2008, explicado antes.

B) El Plan territorial sectorial de vivienda, de acuer-

do con el artículo 17.4 LDV 2007,49 establecerá ám-

bitos territoriales concretos, municipales o supramu-

nicipales, en los que deberá calificarse suelo urbano 

consolidado con destino total o parcial de la edifica-

ción a vivienda de protección oficial. Debe advertirse 

que la legislación urbanística catalana permite, pero 

no obliga, que en el suelo urbano consolidado puedan 

calificarse ámbitos concretos como zonas residenciales 

de vivienda protegida.50

C) El apartado 3 de la disposición transitoria 2 LU-

Cat 2005, en la versión dada por el DLMU 2007, esta-

blece que, si no hay un plan de ordenación urbanística 

municipal o un programa de actuación urbanística mu-

nicipal, adaptados a las determinaciones de esta ley, las 

reservas mínimas que establece el artículo 57.3, bien: 

a) Se pueden establecer en las modificaciones de 

los instrumentos de planeamiento urbanístico general, 

el planeamiento urbanístico derivado y sus modifica-

ciones mediante la calificación de suelo. 

b) Se deben establecer de forma preceptiva e in-

mediatamente en los municipios de más de diez mil 

habitantes y las capitales de comarca, con las modifi-
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caciones de planeamiento general que tienen por ob-

jeto las actuaciones aisladas de dotación a que hace 

referencia la disposición adicional 16, en los sectores 

sujetos a un plan de mejora urbana en suelo urbano 

no consolidado que prevean usos residenciales de nue-

va implantación y en los sectores de suelo urbanizable 

con uso residencial, salvo que tengan un planeamiento 

derivado aprobado inicialmente antes de la entrada en 

vigor de la Ley 10/2004. 

El órgano autonómico competente puede autorizar 

excepcionalmente la disminución de las mencionadas 

reservas en los sectores para los cuales se establece 

una densidad inferior a veinticinco viviendas por hec-

tárea y una tipología edificatoria incompatible con la 

construcción de viviendas protegidas (solo para este 

supuesto, no para la previsión de reserva obligatoria 

del artículo 57.3 LUCat 2005). 

c) Se deben establecer de forma preceptiva e inme-

diata en todos los municipios sin excepción, a las mo-

dificaciones del planeamiento general que impliquen 

un cambio de la clasificación del suelo no urbanizable 

con la finalidad de incluir nuevos usos residenciales, 

siempre que la modificación no esté aprobada inicial-

mente en el momento de la entrada en vigor de la 

Ley 10/2004. 

Estas reservas establecidas de modo consecutivo en 

diferentes normas tienen su propio régimen transito-

rio en el ordenamiento catalán, que se sintetiza en que 

no son aplicables a los planes ya aprobados inicialmen-

te, cuando entra en vigor la norma que prevé la reserva 

(es la regla establecida en el apartado 3 de la disposición 

transitoria 2 LUCat 2005, en la versión dada por el DLMU 

2007, y en la disposición transitoria 2 LUCat 2005).

D) El artículo 19 DLMUCat 2007, para establecer 

el régimen jurídico de las áreas residenciales estratégi-

cas, añade la disposición adicional 21 a la LUCat 2005, 

modifica concretos preceptos de la ley [se añade una 

nueva letra f) al artículo 56.1, un nuevo apartado 5 al 

artículo 56, un nuevo apartado 3 al artículo 31, se mo-

difican los apartados 1 y 4 del artículo 33, el artículo 

40, el apartado 1.a) del artículo 45 y el apartado 2 del 

artículo 156] y establece una disposición final en el de-

creto ley, que regula las áreas residenciales estratégicas 

del cuadrienio que sigue a su aprobación. 

La nueva disposición adicional 21 LUCat 2005 esta-

blece que el planeamiento, en estas áreas, que deben 

ser establecidas en un plan director urbanístico, debe 

calificar suelo suficiente para vivienda de protección 

pública para que, como mínimo, la mitad de las vivien-

das de la actuación tengan este destino (en todo caso, 

señala el precepto, se debe dar cumplimiento a los re-

querimientos que establece el artículo 57.3 LUCat 2005 

y, en su caso, la disposición adicional 19 por lo que 

respecta a los porcentajes mínimos de techo a destinar 

a las diversas tipologías de viviendas con protección 

oficial). 

Debe advertirse que el criterio de número de vivien-

das reservadas a un régimen con protección pública es 

distinto que el criterio de destinar a esta finalidad un 

porcentaje de techo residencial de nueva construcción, 

y no tienen por qué coincidir (la mitad de las viviendas 

pueden superar o no el 30% o el 40% del techo resi-

dencial previsto en el planeamiento).

E) Los artículos 151 y 152 LUCat 2005 y el artículo 

154, en la redacción dada por el DLMUCat 2007, esta-

blecen el régimen para el establecimiento de reservas 

de terrenos y su procedimiento de adquisición (la ex-

propiación), en cualquier clase de suelo, para constituir 

o ampliar los patrimonios públicos de suelo y vivienda. 

En estos suelos primero reservados y después adqui

ridos, la LUCat 2005 prevé un doble régimen de ca-

lificación de suelo con destino a vivienda con algún 

régimen de protección pública: 

a) Con carácter general, el planeamiento que orde-

ne los suelos adquiridos debe prever una reserva adi-

cional mínima, además de las previstas para cualquier 

tipo y clase de suelo, del 25% del total de viviendas 

previstas para nuevas ofertas de viviendas con protec-

ción pública (artículo 221.3 RLUCat 2006). 

b) En el supuesto de que las reservas y los terrenos 

expropiados tengan en el momento de la expropiación 

la condición de suelo no urbanizable o urbanizable no 

delimitado deben destinarse todos a vivienda, no solo 

los destinados a un régimen con protección pública, 

sino que además debe ser mediante alquiler, derecho 

de superficie u otras fórmulas admitidas en Derecho, 

que comporten la titularidad pública del suelo como 

mínimo durante treinta años desde la primera utiliza-

ción de las viviendas.

5. Conclusiones

a) Las modalidades de vivienda protegida que aún 

ahora estructuran el sistema se establecen por las nor-

mas reglamentarias aprobadas por el Estado con cada 

plan de vivienda estatal, que, aparte de las modalida-

des establecen su régimen jurídico específico para las 
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viviendas calificadas al amparo de cada uno de ellas 

(la calificación durante la vigencia de un plan de vi-

vienda permite acceder a las ayudas previstas en este 

plan de vivienda y el uso y transmisión queda sujeto a 

los específicos requisitos previstos en la norma regla-

mentaria que aprueba el plan durante el período de 

calificación).

b) Esta forma de regulación podía tener una expli-

cación cuando las viviendas protegidas tan solo eran el 

resultado de la política de fomento y su régimen era 

consecuencia de las ayudas públicas recibidas, en un 

marco en el que estas ayudas permitían a los ciuda-

danos la adquisición de viviendas en propiedad. Es in-

compatible con políticas de suelo a largo plazo, sean 

políticas fundamentadas en las reservas de suelo para 

vivienda protegida o en la constitución o gestión de 

patrimonios públicos de suelo importantes (no mera-

mente residuales).

c) La LDVCat establece un régimen jurídico com-

pleto y sistemático para todas las viviendas con pro-

tección pública (sea en las modalidades estatales o 

catalanas), que pone en tensión jurídica el sistema 

de definición de determinados requisitos y condi-

ciones –supuestamente básicas– de las modalidades 

de protección mediante la norma reglamentaria que 

acompaña a cada plan estatal. Estos requisitos y con-

diciones se refieren a elementos claves del régimen 

jurídico de las viviendas protegidas (período de cali-

ficación, derechos de adquisición preferente en favor 

de solicitantes inscritos en registros público de solici-

tantes de vivienda o el sistema de selección de adju-

dicatarios), y si el Estado considera que la definición 

es competencia suya al amparo del artículo 149.3 

CE, los debería calificar como básicos y regularlos en 

una norma legal (como ha hecho en los artículos 10 

y 39.3 LS 2008). Ya hemos explicado las dudas de 

constitucionalidad que todo ello nos plantea, y por 

eso el hecho de calificarlos como básicos y regularlos 

en una norma legal permitiría resolver en su día, y en 

sede de la jurisdicción constitucional, el alcance de 

las competencias estatales que ahora ejerce mediante 

la aprobación de los planes estatales de vivienda y 

rehabilitación (que van mucho más allá del sistema de 

ayudas a las viviendas protegidas).

d) Las modalidades de vivienda que se aplicarán a 

las viviendas calificadas como de protección pública 

para poder recibir las ayudas previstas en el Plan es-

tatal de vivienda y rehabilitación 2009-2012, tanto 

en régimen de alquiler (para períodos mínimos de 10 

o 25 años), como de venta, son: las de protección 

oficial de régimen especial, general y concertado, 

y será posible, para las alquiladas por períodos de 

10 años, el arrendamiento con opción de compra 

transcurrido este plazo, por el precio que correspon-

da entonces a la modalidad por la que fue calificada 

(especial, general y concertada) con ciertas condi-

ciones establecidas por el Estado o las comunidades 

autónomas. 

A partir de este momento, excepto modificación 

del régimen actual, serán modalidades propias de la 

Generalidad de Cataluña las viviendas de compra con-

certadas con protección oficial y las viviendas existen-

tes concertadas. 

Finalmente, estas modalidades se adecuan, al me-

nos durante la vigencia del Plan estatal 2009-2012, a 

las previstas en las normas urbanísticas catalanas re-

guladoras de las reservas de suelo para vivienda pro-

tegida. Hasta ahora las normas urbanísticas catalanas 

no establecían reservas para viviendas de alquiler pro-

tegido, por el hecho de que solo exigían reservas para 

viviendas de régimen especial, general y concertado, 

que hasta el Real decreto 2066/2008 no incluían las 

modalidades de alquiler protegido. En los planes esta-

tales anteriores las modalidades de alquiler protegido 

eran: a) de renta básica a 10 años: para inquilinos con 

ingresos familiares ponderados que no superen 5,5 ve-

ces el IPREM; b) de renta básica a 25 años: para inqui-

linos con ingresos familiares ponderados que no supe-

ren 5,5 veces el IPREM, y c) de renta básica a 30 años: 

para inquilinos con ingresos familiares ponderados que 

no superen 2,5 veces el IPREM. 

Este extremo obliga a tener presente siempre la co-

ordinación entre el ordenamiento de vivienda y el de 

urbanismo.

e) La modalidad catalana de vivienda concertada 

con protección pública es el previsto en el artículo 78 

LDVCat, con el período de calificación de 90 años y las 

condiciones de transmisión las previstas en el artículo 

17 del Decreto 244/2005. Las personas que adquieren 

viviendas concertadas con protección oficial pueden 

obtener las siguientes ayudas: a) acceder a los présta-

mos preferenciales convenidos con esta finalidad entre 

la Generalidad de Cataluña y las entidades financieras 

que operan en Cataluña, y b) acceder a préstamos pre-

ferenciales de hasta el 20% del precio de la vivienda 

convenidos entre la Generalidad de Cataluña y las enti-

dades financieras que operan en Cataluña, con la fina-

lidad de ayudar al pago de la entrada de la vivienda. 
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51. La disposición transitoria primera de la Ley 13/2006, de 27 de julio, establece para el ejercicio 2006 el siguiente indica-
dor de renta de suficiencia: 

“El indicador de renta de suficiencia de Cataluña para el ejercicio 2006 queda fijado en 7.137,2 euros anuales y 509,8 
euros mensuales. El Gobierno, en el marco del Acuerdo estratégico para la internacionalización, la calidad de la ocupación y la 
competitividad de la economía catalana, debe evaluar anualmente la actualización de este indicador. El valor del indicador debe 
incluirse en la Ley de presupuestos de cada año.”

52.  “Artículo 11. Destino y ocupación de las viviendas.
“11.1. Las viviendas con protección oficial se deben destinar a domicilio habitual y permanente, y en ningún caso se pueden 

destinar a segunda residencia o a otro uso
“11.2. Las viviendas con protección oficial solo pueden de ser ocupadas por personas físicas.
“1.5. Los adquirentes, adjudicatarios, promotores individuales para uso propio y arrendatarios de viviendas con protección 

oficial deben ocupar la vivienda, salvo por causa justificada, en el plazo de tres meses desde su entrega.”

f) La modalidad catalana de vivienda concertada 

existente no es una modalidad de vivienda con pro-

tección pública. Al igual que las ayudas a la adquisi-

ción protegida de la vivienda usada que es un supues-

to que, sin estar calificado como de protección oficial, 

ha recibido financiación y ayudas públicas y que está 

sujeta al régimen jurídico previsto en su calificación y 

en la norma reglamentaria que aprobó y estableció 

estas ayudas.

Los adquirentes de las viviendas existentes concer-

tadas pueden acceder a la financiación prevista para la 

tipología de la vivienda concertada con protección ofi-

cial. Los adquirentes con menores ingresos familiares 

(inferiores a 4,3 veces el IRSC)51 que cumplan las condi-

ciones de primer acceso a la vivienda, pueden acceder 

también a una subvención a fondo perdido del 2% del 

precio de la vivienda, para hacer frente a las gastos que 

genera la formalización de la compraventa. 

La obtención de las ayudas previstas para las vivien-

das existentes concertadas con protección oficial impli-

ca, durante un período de 15 años a contar desde el 

reconocimiento del derecho a las ayudas, las siguientes 

obligaciones: a) respetar en las posteriores transmisio-

nes los precios máximos de venta aplicables a la vivien-

da concertada con protección oficial, y b) respetar las 

condiciones de uso previstas en los artículos 11.1, 11.2 

y 11.5 del Decreto 244/2005.52

Estas obligaciones deben hacerse constar expresa-

mente en la escritura de compraventa, y en la escri-

tura de formalización del préstamo hipotecario, a los 

efectos de la inscripción en el Registro de la Propiedad, 

donde debe hacerse constar mediante nota marginal. 

En el supuesto de las viviendas existentes concertadas 

se aplica el precio máximo por metro de la vivienda 

concertada con protección oficial, con la limitación so-

bre el precio final:

–Zona A.1: 300.000 euros.

–Zona A.2: 280.000 euros.

–Zona A.3: 250.000 euros.

–Zona B: 200.000 euros.

–Zona C: 160.000 euros.

–Zona D:120.000 euros.

El artículo 6 del Decreto 152/2008 crea, por lo tan-

to, un sistema de ayudas excepcionales para el acceso 

a la vivienda existente concertada, que no se traslada 

como modalidad de vivienda con protección oficial a 

las reservas de suelo establecidas en el ordenamiento 

urbanístico catalán. <  

El precio máximo de venta es superior al de régimen concertado y el cuadro final es:

Precios máximos de venta para las viviendas protegidas, según los regímenes de protección y las zonas de precios.
Año 2008 (euros/m2 útil)

Protección oficial
Régimen especial

Protección oficial
Régimen general

Protección oficial
Precio concertado

Vivienda 
usada

Vivienda concertada 
con protección oficial

Zona A.1 1.705,50 1.940,48 3.001,68 2.668,16 4.000

Zona A.2 1.705,50 1.940,48 3.001,68 2.668,16 3.500

Zona A.3 1.705,50 1.940,48 2.728,80 2.668,16 3.200

Zona B 1.487,10 1.576,64 2.183,04 1.940,48 2.600

Zona C 1.307,55 1.394,72 1.773,72 1.576,64 2.100

Zona D 1.137,00 1.212,80 1.364,40 1.212,80 1.600
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Anexo 1

Gráfico 4.1.1: Evolución de la construcción de vivienda con protección oficial en Cataluña. 1992-2008

Fuente: Secretaría de Vivienda.

Gráfico 1.1: Evolución de las viviendas iniciadas y acabadas en Cataluña. 1990-2008

Fuente: Secretaría de Vivienda.
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Anexo 2

Cuadro 3.5.1*

Evolución de la accesibilidad a la vivienda de nueva construcción para un hogar con ingresos medios. 1990-2008
(Esfuerzo económico para acceder a una vivienda libre de nueva construcción. Porcentaje de los ingresos familiares para pagar la cuota 
inicial de amortización de un préstamo medio)

Año Barcelona ciudad
Conurbación de Barcelona sin 

Barcelona ciudad
Resto de Cataluña

1990 107,6 102,0 55,3

1991 101,3 80,9 51,1

1992 93,7 77,3 47,1

1993 82,6 67,8 42,2

1994 64,3 51,0 31,6

1995 62,8 47,3 30,7

1996 53,4 38,5 26,5

1997 43,0 31,4 22,5

1998 39,7 32,0 21,0

1999 42,4 31,6 21,1

2000 49,8 38,3 24,9

2001 54,0 40,7 27,2

2002 54,1 39,8 25,7

2003 53,9 38,8 26,0

2004 60,4 42,3 28,9

2005 71,1 51,8 37,7

2006 84,1 61,9 46,1

2007 89,7 64,8 47,7

2008 88,2 60,6 45,9

*Parámetros base:

–Vivienda llibre de 90 m2 construidos (serie corregida año 2008).

–Tipo de interés medio de los préstamos hipotecarios.

–El préstamo cubre el 80% del precio de venta de la vivienda.

–Plazo de amortización variable según el año (27 años en el año 2008).
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Cuadro 3.5.2*

Evolución de la accesibilidad a la vivienda de nueva construcción para un hogar con unos ingresos de 3,5 veces el salario 
mínimo interprofesional. 1990-2008
(Esfuerzo económico para acceder a una vivienda libre de nueva construcción. Porcentaje de los ingresos familiares para pagar la cuota 
inicial de amortización de un préstamo medio) 

Año Barcelona ciudad
Conurbación de Barcelona sin 

Barcelona ciudad
Resto de Cataluña

1990 134,6 127,6 69,2

1991 127,9 102,3 64,6

1992 120,5 99,4 60,5

1993 109,8 90,1 56,1

1994 86,4 68,5 42,5

1995 86,0 64,7 41,9

1996 72,9 52,5 36,2

1997 59,1 43,2 30,9

1998 55,0 44,4 29,0

1999 59,2 44,0 29,4

2000 70,2 54,0 35,1

2001 77,7 58,5 39,1

2002 79,8 58,7 37,9

2003 81,2 58,4 39,2

2004 86,6 60,6 41,4

2005 99,7 72,7 52,7

2006 115,8 85,2 63,5

2007 121,9 88,1 64,9

2008 119,1 81,8 61,9

*Parámetros base:

–Vivienda llibre de 90 m2 construidos (serie corregida año 2008).

–Tipo de interés medio de los préstamos hipotecarios.

–El préstamo cubre el 80% del precio de venta de la vivienda.

–Plazo de amortización variable según el año (27 años en el año 2008).
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